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Cuánto saben los ciudadanos de política
Marta Fraile
Doctora en Ciencias Políticas y Sociales
Para que cualquier ciudadano sea competente debería presentar un mínimo conocimiento de
las reglas de funcionamiento del sistema democrático en el que vive. Las ventajas de una ciu-
dadanía competente en el ámbito de la política son evidentes: los dirigentes políticos que de-
sarrollan sus programas de gobierno ante ciudadanos competentes tendrán más dificultades
para incumplir sus mandatos y para traicionar el interés general que las elites políticas de
países donde la mayoría de sus ciudadanos presenta un bajo nivel de competencia política.
A pesar de las dificultades técnicas para medir de forma fiable cuál es el nivel de conocimien-
to político de la ciudadanía, se ha presentado evidencia que muestra un nivel medio-bajo de
conocimiento político de los ciudadanos en España. Además, se observa una desigual dis-
tribución de este recurso político entre la ciudadanía. En concreto, se muestra que las de-
sigualdades socioeconómicas se reproducen en el terreno de lo político, ya que el nivel más
alto de competencia política se localiza entre los hombres de edad intermedia (entre los 30 y
los 55 años) y con mayores niveles de educación, justamente los ciudadanos que disfrutan de
mayores oportunidades para la adquisición y procesamiento de información política. 
Asimismo, la desigualdad de oportunidades se refleja en las motivaciones para la informa-
ción y el entendimiento de lo político. Este trabajo muestra que el nivel de conocimiento po-
lítico de los ciudadanos es mayor conforme más tiempo dedican a informarse de política. No
obstante, las fuentes que se utilizan para conseguir dicha información parecen ser relevantes:
los medios de comunicación escritos. Por el contrario, el consumo de información política
en la televisión no presenta ninguna influencia en el nivel de competencia política de los ciu-
dadanos.
De acuerdo con estos resultados, se discuten propuestas localizadas en dos áreas generales
de actuación: los medios de comunicación y el sistema educativo. Por lo que se refiere a
los medios de comunicación, se ha identificado un contexto de polarización de la in-
formación política en España en el que las medidas de promoción del conocimiento políti-
co de los ciudadanos que se proponen tienen que ir dirigidas, en primer lugar, a intentar
suavizar esa polarización; y, en segundo lugar, a lograr una mejor distribución de la infor-
mación política.
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• Se discuten, por tanto, medidas destinadas a mejorar la calidad de la información
política de los telediarios de la televisión pública, como la aprobación de algunas
reglas estandarizadas para dar cobertura igualitaria a todos los partidos políticos en
las noticias. También se discuten propuestas de financiación del uso de la televisión
por cable y de Internet para todos los hogares como una política de inversión en la
competitividad futura del país. Y en el marco de las nuevas tecnologías, las subven-
ciones para la creación de páginas web informativas o incluso de videojuegos políti-
cos educativos. 
• Otras propuestas van dirigidas al fomento (a través de subvenciones) de la creación
de periódicos locales que no pertenezcan a ninguno de los grandes grupos mediáticos,
así como el fomento de la lectura de periódicos en los colegios e institutos, para crear
hábitos en el futuro ciudadano. 
• Por lo que se refiere a la educación cívica, se distingue entre la educación a jóvenes
y a adultos, destacando el mayor potencial de inversión y efecto en la educación a jó-
venes, puesto que constituyen la materia prima de la ciudadanía para el futuro. Se ha
propuesto incentivar la educación cívica, sobre todo en los institutos, ya que sus efec-
tos a largo plazo parecen ser mayores que en la escuela (primaria y/o secundaria).
También se ha defendido la necesidad de un mayor compromiso por parte del Gobier-
no que impulsa la educación cívica para que las medidas legislativas vayan acompa-
ñadas de apoyo presupuestario que permita aumentar la formación del profesorado y
mejorar las condiciones estructurales de la oferta educativa pública. Sólo así la edu-
cación por la ciudadanía contribuirá a aumentar las competencias políticas de los es-
tudiantes. 
• Finalmente, los programas de educación cívica para adultos deberían concentrarse en
lugares donde mayores desventajas socioeconómicas existan, pues es donde los ciu-
dadanos adultos han carecido durante más tiempo de los recursos necesarios como pa-
ra poder informarse e implicarse en política. Además, se defiende que estos progra-
mas deberían ser gestionados a través de las organizaciones políticas que operan en el
ámbito local o de barrio, puesto que son ellas las que cuentan con la capacidad de co-
nectar con los ciudadanos.
Introducción
¿Cuál es el grado de conocimiento o competencia política que se requiere de los ciuda-
danos para que las democracias funcionen correctamente? La respuesta que proporcione-
mos a esta pregunta dependerá de la versión de la teoría que sobre el funcionamiento de
la democracia adoptemos. 
La teoría participativa de la democracia defiende que la participación directa y activa de
los ciudadanos en la toma de decisiones públicas constituye un elemento fundamental pa-
ra que la democracia funcione. Por lo tanto, un sistema que se precie de ser realmente de-
mocrático tendría que incentivar la máxima implicación de los ciudadanos en la defini-
ción de las leyes y las políticas. La democracia ideal estaría así caracterizada por una
ciudadanía que conoce, se interesa e implica en las cuestiones públicas (Pateman, 1970).
En contraste, la teoría elitista (también denominada pluralista) de la democracia postula
que la política es una tarea compleja y especializada que debe dejarse en manos de elites
expertas y preparadas para ello. Los ciudadanos, por lo tanto, han de limitarse a participar
en las elecciones que periódicamente se celebran (cada cuatro o cinco años). En ellas, los
líderes políticos compiten por su apoyo, lo que garantiza que los políticos elegidos tomen
decisiones destinadas a maximizar el interés general y las preferencias de los ciudadanos,
ya que estos pueden renovar o castigar a dichos políticos en las siguientes elecciones. Sin
embargo, la implicación de los ciudadanos en política se limita al momento del voto en
elecciones, mientras que entre procesos electorales son los gobernantes los que toman las
decisiones, legitimados por el mandato popular que supone la victoria en las elecciones
(Schumpeter, 1984).
Por ello, estas dos versiones de la democracia asumen un nivel y distribución del conoci-
miento político de la ciudadanía muy distinto. En efecto, los que defienden la versión
participativa asumen que una buena proporción de la ciudadanía podrá adquirir y manejar
la información y el conocimiento político suficientes como para participar e implicarse
con frecuencia en actividades políticas. Por el contrario, los que defienden la versión
elitista o pluralista asumen que la gran mayoría de la ciudadanía carece de los niveles
mínimos de conocimiento e información política necesarios como para participar en po-
lítica no electoral. Y ello porque la política es una materia demasiado técnica, abstracta
y alejada de las cuestiones de la vida cotidiana que verdaderamente preocupan a los ciu-
dadanos. En esta versión, por tanto, los ciudadanos dejan en manos de los expertos las
cuestiones públicas y se limitan a participar en las elecciones competitivas. 
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Incluso en la versión elitista de la democracia, los ciudadanos que se limitan a participar
en las elecciones tienen que manejar un nivel mínimo de entendimiento sobre la política
para tomar sus decisiones de voto. En concreto, los votantes tendrían que tener un míni-
mo conocimiento sobre las instituciones políticas (tales como los partidos o el parlamen-
to) y sobre los principales candidatos que compiten por el poder. También tendrían que
poder responsabilizar a los gobiernos corruptos de sus acciones ilegales castigándoles en
las siguientes elecciones, y reconocer a los gobernantes honrados que promueven el
bienestar general premiándoles (Dahl, 1989). 
En definitiva, el conocimiento por parte de los ciudadanos de las reglas de funcionamien-
to del sistema político en el que viven, las condiciones económicas y sociales que rodean
las decisiones de los gobernantes y las posturas de estos frente a temas de actualidad po-
lítica, todo ello proporciona a los ciudadanos las habilidades suficientes como para co-
nectar sus intereses particulares con el interés general, así como para participar en la vida
público-política. Por lo tanto, ceteris paribus, cabe esperar que los dirigentes políticos
que desarrollan sus programas de gobierno ante ciudadanos competentes tengan más di-
ficultades para incumplir sus mandatos y para traicionar el interés general que las elites
políticas de países donde la mayoría de sus ciudadanos presenta un bajo nivel de compe-
tencia política.
El conocimiento político constituye una fuente de recursos y poder crucial para el ciuda-
dano. De acuerdo con la literatura, los ciudadanos que presentan mayores niveles de in-
formación y conocimientos políticos también presentan una mayor propensión a estar in-
teresados y a participar en política a través de los distintos canales disponibles. Se puede
afirmar, pues, que el conocimiento real sobre lo político es un componente crítico del
concepto de ciudadanía (Delli Carpini y Keeter, 1996). De este modo, una ciudadanía in-
formada es más susceptible de controlar las acciones de sus gobiernos, de participar en
política, y de tomar decisiones políticas justas y responsables. Una democracia cuyas ins-
tituciones promuevan el conocimiento político entre sus ciudadanos será una democracia
de calidad. Este es el principal motivo por el que los gobiernos democráticos deberían es-
tar interesados en promover una distribución lo más igualitaria posible de este recurso pa-
ra la ciudadanía. 
¿Cuál es el nivel de conocimiento político de la ciudadanía en el caso de España? ¿Cuáles
son los factores que explican el nivel desigual de conocimiento político objetivo entre los
ciudadanos? Y a la luz de dichos factores, ¿cuáles son las medidas más adecuadas para
promover el conocimiento y el entendimiento del mundo de la política entre todos los
ciudadanos, independientemente de sus lugares de residencia o su familia de origen? 
Estas son las preguntas a las que trata de responder este estudio. Además, estas pregun-
tas estructuran y dan forma al trabajo.
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1. ¿Cuánto saben de política los ciudadanos 
en España? Un diagnóstico aproximado 
A pesar de la importancia del problema, la investigación sobre el conocimiento político
de los ciudadanos, así como sus consecuencias, ha estado bastante limitada hasta tiempos
muy recientes y, en la mayoría de los casos, circunscrita al caso de los EE UU, donde pa-
rece existir un acuerdo acerca de los bajos niveles de conocimiento político de sus ciu-
dadanos (Zaller, 1992; Delli Carpini y Keeter, 1996). Por el contrario, en el caso de Es-
paña no existe hasta el momento estudio alguno que haya abordado el problema de forma
sistemática. 
En buena medida, esta ausencia de estudios en el campo de la ciencia política se justifica,
a su vez, por la falta de instrumentos de medida del conocimiento político de la ciudada-
nía. En efecto, el instrumento más adecuado para medir hasta qué punto los ciudadanos
entienden y se mueven con comodidad en el campo de la política es la encuesta. Sin
embargo, las preguntas sobre el conocimiento político objetivo suelen tener muy mala
acogida entre los entrevistados, ya que a menudo se niegan a responder a las preguntas
por miedo a equivocarse y parecer un ignorante o un ciudadano poco entendido. Por lo
general, los entrevistados se sienten “examinados” por el entrevistador, y esto les sitúa en
una incómoda situación de cara a responder a las preguntas del cuestionario. 
Ahora bien, ¿qué tipo de preguntas se utilizan para medir el conocimiento político de los
individuos? Se trata de cuestiones que nos permitan deducir cuál es el conocimiento real
que sobre lo político ostentan los ciudadanos. Y se incluye en esta definición el conoci-
miento necesario para entender y moverse cómodamente en el terreno de lo político.
No obstante, el concepto político resulta especialmente abstracto, de modo que cabe es-
pecificar un poco más a qué nos referimos. En este sentido, en la literatura se distinguen
tres grandes dimensiones de conocimiento político (Althaus, 2003; Delli Carpini y Kee-
ter, 1996). En primer lugar, el conocimiento sobre los actores relevantes en política (co-
mo, por ejemplo, partidos políticos, sindicatos, líderes políticos, etc.). En segundo lugar,
el conocimiento sobre las reglas del juego, como, por ejemplo, cada cuánto se celebran
las elecciones, cuáles son las competencias del gobierno, cómo se define la mayoría ne-
cesaria para gobernar, cuántas cámaras de representación de la ciudadanía existen, etc.
En definitiva, se trata de la pericia sobre el sistema de gobierno. Finalmente, el conoci-
miento sobre las acciones del gobierno, los temas de actualidad más relevantes y los
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problemas por resolver más urgentes. Se trata del discernimiento sobre las políticas mis-
mas que se estén desarrollando en ese momento. En las tres dimensiones apenas enume-
radas nos referimos a conocimientos que se puedan verificar objetivamente (frente a las
opiniones subjetivas)1.
En la literatura especializada sobre este tema, algunos argumentan que pretender que los
ciudadanos conozcan las reglas del juego democrático con tanto detalle supone exigirles
demasiado (por ejemplo, Lupia, 2002). El argumento conecta con la versión liberal del
funcionamiento de la democracia. Si la política la gestionan los líderes elegidos para ello,
no hay razones para pensar que un ingeniero de caminos o un albañil tenga que saber
cuestiones políticas tan detalladas, de la misma manera que no se exige de los políticos
que sepan cómo levantar una pared o diseñar una carretera. 
Sin embargo, tratemos de imaginar si tendría sentido jugar a las cartas sin conocer las
reglas para ello o mirar un partido de tenis sin saber sus normas de funcionamiento. Por
analogía, si un ciudadano desconoce las reglas del juego democrático, pocos incentivos
tendrá para formar parte de él, aunque sea muy de tarde en tarde. En este sentido, algunos
autores han llamado la atención sobre el incremento generalizado de las tasas de absten-
cionismo en los países capitalistas avanzados, siendo precisamente una de las causas la
falta de competencias políticas de los ciudadanos, especialmente de los más jóvenes
(Milner, 2002). 
En definitiva, cabe esperar que para que un ciudadano sea competente no tenga por qué
ser un experto político, pero al menos sí que debería presentar un conocimiento mínimo
de las reglas de funcionamiento del sistema democrático en que vive. Esas reglas, por
convención, son las que suelen preguntarse en las encuestas junto con algunas cuestiones
relacionadas con la actualidad política del momento. 
En el caso de España existen muy pocas encuestas que hayan incluido en sus cuestiona-
rios una batería suficiente de preguntas sobre todas y cada una de las dimensiones del co-
nocimiento político a las que nos hemos referido. A lo sumo encontramos algunos ejem-
plos de encuestas postelectorales. En concreto, las encuestas desarrolladas en el marco
del proyecto internacional The Comparative Study of Electoral System (El Estudio Com-
parativo del Sistema Electoral, a partir de ahora CSES: www.cses.org), donde además de
las preguntas típicas de cualquier encuesta postelectoral se incluyen tres preguntas sobre
el sistema político (sobre su funcionamiento y los actores protagonistas) que tienen un
nivel de dificultad variable. Asimismo, el cuestionario incluye preguntas en las que se
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1 A lo largo de este trabajo se utilizan los términos conocimiento político y competencia política como si-
nónimos y, por tanto, equivalentes. Otros conceptos que en la literatura se utilizan, pero que no aluden
directamente a los conocimientos objetivos, son, por ejemplo, atención política (Zaller, 1992), especiali-
zación política (Krosnick, 1990), información política (Althaus, 2003), sofisticación política (Luskin,
1990), e incluso “alfabetismo” (en inglés literacy) político (Cassel y Lo, 1997; Milner, 2002).
pide al entrevistado que coloque en una escala ideológica (donde 0 significa izquierda
extrema y 10 derecha extrema) a los principales partidos que compiten en las elecciones.
Con estas preguntas se puede construir un índice aproximado del nivel de conocimiento
político de la ciudadanía. Contamos con dos encuestas postelectorales desarrolladas en
el marco de este proyecto en España: la de las elecciones de 2000 y 2004. 
También contamos con una encuesta postelectoral del año 2004 realizada por la empresa
Demoscopia en la que se incluyeron cuatro preguntas sobre el conocimiento político de
los entrevistados2.
Uno de los principales inconvenientes de utilizar las encuestas postelectorales para medir
el nivel de conocimiento político de los ciudadanos es que tales encuestas se realizan
inmediatamente después de la celebración de elecciones generales. Durante los días que
preceden a las elecciones se despliegan una gran cantidad de medios y recursos para in-
centivar la comunicación entre candidatos, sus partidos correspondientes y la ciudadanía.
Se trata de las campañas electorales que constituyen momentos excepcionales para que
los ciudadanos de a pie recojan información acerca de la realidad política de su país, las
características de los candidatos y de sus programas y hasta qué punto pueden confiar en
sus promesas. 
Por tanto, durante las semanas que preceden a la celebración de las elecciones, la ciuda-
danía tiene la oportunidad de aprovechar los recursos de información política que se po-
nen a su disposición para implicarse en los asuntos públicos de una manera que no hace
en su vida cotidiana. Esta cuestión es de extrema importancia y puede producir un sesgo
importante de sobrestimación en los niveles de conocimiento político. Curiosamente,
hasta la fecha, la literatura especializada no ha reflexionado sobre este inconveniente de
las encuestas postelectorales, y una buena parte de las investigaciones comparadas sobre
el tema utiliza este tipo de datos3.
Las dos únicas encuestas que podemos utilizar para medir el nivel de conocimiento polí-
tico en España, y que no hayan sido realizadas inmediatamente después de la celebración
de elecciones generales, son la realizada por el CIS en el año 2002 (CIS 2450) y la segun-
da ola de la Encuesta Social Europea (European Social Survey: www.europeansocial
survey.org) en el año 2004 (a partir de ahora ESE). La primera de ellas contiene cuatro
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2 La encuesta fue encargada por un consorcio de investigadores liderado por Jose Ramón Montero, Maria-
no Torcal y Joan Font. Aunque los datos se encuentran bajo embargo en este momento, me he permitido
enseñar solamente los descriptivos de estas variables. Para el resto del trabajo se utilizan datos de otra
encuesta. 
3 La única excepción es el estudio de Delli Carpini y Keeter (1996), quienes, además de las encuestas
postelectorales de la serie American National Election Study (ANES), utilizan evidencia de una encues-
ta realizada en 1989 y diseñada expresamente para medir los niveles de conocimiento político de los ciu-
dadanos norteamericanos. Curiosamente los autores no hacen alusión a esta cuestión.
preguntas sobre el conocimiento de los ciudadanos sobre los actores políticos, mientras
que la ESE contiene seis preguntas sobre el conocimiento de los ciudadanos sobre los
actores políticos, las reglas del sistema político y temas de actualidad política nacional e
internacional. 
Antes de presentar la evidencia proporcionada por estas encuestas, resulta necesario apun-
tar otras dos cuestiones controvertidas respecto a la naturaleza de la medición del conoci-
miento objetivo de los ciudadanos en democracias. La primera de ellas tiene que ver con el
formato de las preguntas de encuesta. Se han ensayado dos tipos de formatos. En el primero
se hace la pregunta para que el entrevistado responda y el entrevistador codifique si esa
respuesta es o no correcta. Este formato puede calificarse de relativamente conservador, ya
que muchos entrevistados no serán capaces de responder correctamente a la pregunta, no
porque no la sepan, sino porque no se acuerdan, lo que implica el riesgo de infravalorar el
nivel de conocimiento político del que responde. En el segundo formato se ofrece al entre-
vistado una serie de opciones múltiples para que ella elija la que piensa que es correcta.
Este segundo tipo de formato presenta la ventaja (con respecto al primero) de ayudar al que
responde a recordar el conocimiento que podría tener, pero que de improviso no recuerda.
Sin embargo, el inconveniente de este formato es que se fomenta la respuesta al azar, es
decir, que el entrevistado no quiera reconocer, por miedo a parecer un ignorante frente al
entrevistador, que no sabe la repuesta o no está seguro y se limite a responder al azar. En
ese caso, nunca podremos estar seguros de que la repuesta correcta refleje el conocimiento
político objetivo del que responde de forma genuina.
Por lo que respecta a la segunda cuestión, se trata de averiguar hasta qué punto el concep-
to de conocimiento político puede dividirse en múltiples dimensiones sustantivas, perfec-
tamente diferenciables o, por el contrario, puede reducirse a una sola dimensión. Expre-
sado en forma de pregunta: ¿presentan los ciudadanos un conocimiento general sobre las
tres dimensiones ya señaladas o, por el contrario, saben más de algunas cuestiones que
de otras? La lógica latente bajo esta cuestión es la siguiente. A menudo se argumenta que
muchos ciudadanos están informados y saben de las cuestiones políticas que les atañen
personalmente de forma más directa (Converse, 1964). Por ejemplo, las mujeres serían
las que conocen los detalles de la política de permisos maternales porque son precisa-
mente ellas las directamente afectadas. Otros autores, sin embargo, han demostrado que
lejos de ser especialistas, los ciudadanos son más bien “generalistas”, es decir, que si co-
nocen a los principales actores políticos, también presentan un mayor conocimiento sobre
el funcionamiento del sistema político y de los temas de actualidad política (Delli Carpini
y Keeter, 1996; Zaller, 1992). 
A la luz de las tres cuestiones controvertidas que se han señalado respecto a la medición
del concepto de conocimiento político (momento en el que se realiza la encuesta, formato
de las preguntas y valor multidimensional del concepto), vamos a proporcionar evidencia
empírica descriptiva utilizando las encuestas mencionadas para ver si podemos dar res-
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Tabla 1. Niveles de conocimiento político de acuerdo con distintas encuestas
postelectorales
Fuente: Elaboración propia a partir del CSES, Módulos 1 y 2 
(Elecciones de 2000 y 2004) y encuesta postelectoral Data, 2004 (para esta última los datos 
se ofrecen ponderados para que la muestra resulte significativa de la población a nivel nacional)
CSES, 2000
“¿Sabe Vd. cómo se llama el
presidente del gobierno anterior a
Aznar?” 96%
“¿Sabe Vd. cuántas CC AA hay en
España?” 31%
“¿Sabe cuántos países forman la Unión
Europea en la actualidad”? 27%
“Conoce el nombre de al menos un
candidato” 25%
Índice general: número de respuestas







Capacidad para colocar correctamente
en la escala ideológica a los tres
principales partidos que compiten a
nivel nacional (IU, PP y PSOE):
0 ningún partido → 17%
1 partido → 1%
2 partidos → 23%
3 los tres partidos → 59%
CSES, 2004
“¿Sabe Vd. cómo se llama el primer
presidente del Gobierno de nuestra
democracia?” 70%
“¿En qué año se aprobó la Constitución
en España?” 40%
“¿Sabe cuántos países forman la Unión
Europea en la actualidad”? 31%
Índice general: número de respuestas







Capacidad para colocar correctamente
en la escala ideológica a los tres
principales partidos que compiten a
nivel nacional (IU, PP y PSOE):
0 ningún partido → 10%
1 partido → 1%
2 partidos → 21%
3 los tres partidos → 68%
DATA, 2004 
“¿Podría decirme el partido político
que ha obtenido el mayor número de
escaños en estas últimas elecciones,
celebradas el mes de marzo?” 88%
“¿Y cuál quedó el segundo?” 84%
“¿Podría decirme el nombre del actual
presidente de su comunidad
autónoma?” 76%
“¿Recuerda si la invasión de Iraq fue
autorizada por Naciones Unidas, o fue
decidida por Estados Unidos, Reino
Unido, España y otros países sin
autorización de Naciones Unidas?” 72%
Índice general: número de respuestas








Capacidad para colocar correctamente
en la escala ideológica a los tres
principales partidos que compiten a
nivel nacional (IU, PP y PSOE)
0 ningún partido → 11%
1 partido → 1%
2 partidos → 23%
3 los tres partidos → 65%
Nota: todos los índices finales se han elaborado considerando como preguntas incorrectas tanto los que contestaron de forma incorrecta
como los que declararon no saber y los que no contestaron. En el caso de la encuesta postelectoral del 2000, no se ha incluido la primera
pregunta en el índice final, porque no discrimina entre los entrevistados. 
La Tabla 1 resume los indicadores de conocimiento político objetivo reconstruidos a par-
tir de las preguntas señaladas en las tres mencionadas encuestas postelectorales. Las Ta-
blas 2 y 3 muestran los mismos indicadores que arrojan las encuestas que no han sido
realizadas inmediatamente después de las elecciones generales. Evidentemente la com-
paración entre los indicadores de cada encuesta hay que hacerla con cierta cautela, ya que
el formato de las preguntas de cada una de ellas es distinto. 
¿Cuál es el nivel de competencia política de los ciudadanos en España? Una primera in-
terpretación de las Tablas 1 a 3 revela un nivel de conocimiento relativamente mayor en
épocas inmediatamente posteriores a la celebración de elecciones que en épocas no elec-
torales. Si comparamos, por ejemplo, los resultados de la encuesta postelectoral del
CSES de 2004 (Tabla 1) con la del CIS de 2002 (en la Tabla 2), el valor medio es más
alto en el primer caso. Esto indica que un mayor número de entrevistados fue capaz de
responder correctamente a más preguntas. Por ejemplo, un 23% respondió correctamente
a dos de las tres preguntas en 2004, frente a sólo un 18% en 2002. Sin embargo, esta di-
ferencia también puede deberse al grado de dificultad de las preguntas que se plantean al
entrevistado. En el caso de la encuesta de 2002, las dos primeras preguntas son muy sen-
cillas, mientras que las dos últimas resultan mucho más complicadas de responder. La
14
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Tabla 2. Niveles de conocimiento político de acuerdo con la encuesta realizada 
en el año 2002 (CIS). Porcentajes de respuestas correctas a cada pregunta 
sobre el total de respuestas válidas.
Fuente: Elaboración propia a partir de la encuesta CIS 2450. 
CIS, 2002
“¿Recuerda el nombre del actual presidente del Gobierno en España?” 98%
“¿Recuerda el nombre del actual presidente de su comunidad autónoma?” 83%
“¿Recuerda el nombre del secretario general del sindicato UGT en España?” 27%
“¿Recuerda el nombre del actual presidente de la Comisión Europea?” 14%
Índice general: número de respuestas correctas (0-3). No se incluye la primera pregunta porque prácticamente la totalidad
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Tabla 3. Niveles de conocimiento político de acuerdo con la segunda ola de la
Encuesta Social Europea realizada en España en el año 2004. Porcentajes 
de respuestas a las opciones correctas de cada de una de las preguntas 
Fuente: Elaboración propia a partir de la segunda ola de la Encuesta 
Social Europea en España (2004).  








Preguntas sobre política nacional 
“¿Puede decirme el nombre del actual ministro de economía y hacienda?” Un 45% del total de
los que respondieron eligieron la opción correcta (Solbes) de entre los cuatro ministros
enumerados (Moratinos, Solbes, Sansegundo, Rato)
“¿Puede decirme qué partido es el segundo con mayor número de escaños en el Congreso de
los Diputados en la actualidad?” Un 83% del total de los que respondieron eligió la opción
correcta (PP) de entre los cuatro partidos enumerados (CiU, PSOE, PP, IU)
“¿Cree Vd. que una persona con bajos ingresos paga una proporción menor, mayor o igual de
los mismos que alguien con ingresos altos?” Un 31% del total de los que respondieron
eligieron la opción correcta (menor frente a las opciones mayor e igual)
“¿De los siguientes grupos de personas, quién cree Vd. que tiene derecho a votar en las
elecciones a Cortes Generales (Congreso de los Diputados y Senado)?” Un 42% del total de
los que respondieron eligieron la opción correcta (las personas con nacionalidad española)
frente a las opciones: las que residen, pagan impuestos o las que residen legalmente en España
“¿Cuál es el número máximo de años que pueden transcurrir entre unas elecciones a las Cortes
Generales (Congreso de los Diputados y Senado) y las siguientes?” Un 83% proporcionó la
respuesta correcta (cuatro años)
Índice general: número de respuestas correctas a las preguntas de política nacional (0-5). 
(α = 0,51) (N = 1663). En la categoría 0 se incluyen también los que se negaron a contestar,








Valor medio: 2,81. Desviación típica: 1,28
Pregunta sobre política internacional
“Cinco países tienen puestos permanentes en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.
¿Puede Vd. decirme los nombres de estos cinco países? Francia (43%), Gran Bretaña (37%),
Rusia (22%), China (15%) Estados Unidos (41%). Solamente un 7% fue capaz de enumerar
los cinco países correctos. Un 12% no identificó ningún país correcto y hasta un 36% del total
de los entrevistados declaró no estar seguro o no saber la respuesta.
cuestión del grado de dificultad de las preguntas planteadas cobra especial relevancia si
se comparan los resultados de las dos encuestas postelectorales de 2004. 
El nivel de competencia política de la encuesta de Demoscopia parece mucho mayor
que el que sugiere la encuesta CSES, ya que más de la mitad de los entrevistados (un
53%) fue capaz de responder a las cuatro preguntas en la encuesta de Demoscopia
frente a un 20% en la CSES. Pero también es cierto que mientras que todas las pre-
guntas de la encuesta de Demoscopia se refieren a cuestiones de actualidad política
del momento, dos de las tres preguntas de la encuesta CSES aluden a la historia polí-
tica reciente de España, probablemente más difíciles de recordar por parte del ciuda-
dano de a pie. 
La Tabla 1 también revela que la mayoría de los entrevistados (entre un 60% y un
70%) es capaz de colocar a los tres principales partidos políticos de implantación
estatal que compiten por el poder en elecciones generales en la escala ideológica de
forma correcta. Es cierto que saber colocar en la escala ideológica a estos tres partidos
tampoco requiere un conocimiento por parte de los ciudadanos muy sofisticado. Este
indicador nos sirve más bien para saber cuántos ciudadanos se orientan tan poco en el
mundo de lo político que ni siquiera son capaces de colocar correctamente a dichos
partidos. 
La Tabla 3 muestra los resultados de la segunda oleada de la ESE llevada a cabo en el
otoño de 2004. Como el lector puede apreciar, el número de preguntas incluidas en el
cuestionario es mayor y con formato más variado que en el resto de encuestas menciona-
das. En efecto, se combinan preguntas sobre reglas del juego con preguntas sobre actua-
lidad política y sobre el nivel de conocimiento de determinados actores con niveles de di-
ficultad igualmente diversos. También se incluye una pregunta sobre política interna-
cional. Por todo ello, se considera que el nivel de fiabilidad de la medición del conoci-
miento político en España es mayor en este caso que en el de las anteriores encuestas.
Esta es la razón por la que nos centraremos, a partir de este momento, en analizar preci-
samente los resultados de esta encuesta que revela un nivel intermedio de conocimiento
político de los ciudadanos españoles. 
Pero, antes de pasar a describir con detalle las características y distribución de las com-
petencias políticas de la ciudadanía y de acuerdo con los resultados de la ESE, permítame
el lector realizar una última consideración respecto a la posible especialización de los
ciudadanos. Por desgracia esta cuestión no se puede comprobar en el caso de España,
dado que el número de preguntas sobre conocimiento político que se incluyen en las men-
cionadas encuestas es muy limitado (tres o cuatro). Aun así, en el caso de la ESE se pue-
den distinguir claramente dos dimensiones del conocimiento político: la nacional y la
internacional. Por esta razón, el índice de competencia política excluye las respuestas a
las preguntas de política internacional. Por lo tanto, el índice final de competencia po-
lítica, cuya distribución de frecuencias se encuentra en la Tabla 3, reúne el número total
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de respuestas correctas emitidas por cada entrevistado solamente para las preguntas de
política nacional4.
Por lo que se refiere a la distribución del conocimiento político, el Gráfico 1 muestra
con más detalle los resultados para el caso de España en 2004. A diferencia de la
distribución de frecuencias de la Tabla 3, el Gráfico 1 presenta los porcentajes acumu-
lados y sugiere que, en términos generales, el votante mediano es capaz de contestar
correctamente a tres de las preguntas, lo que podríamos considerar como una nota
alrededor del aprobado en lo que a competencia política se refiere. En contraste, uno
de cada cuatro entrevistados responde correctamente a cuatro de las preguntas, lo que
supone en términos aproximados un notable, siendo aún más minoritario (en concreto
un 8%) el porcentaje de los que responden correctamente a todas las preguntas y, por
17
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4 Se ha realizado un análisis de la fiabilidad del índice, lo que en términos técnicos se conoce como la
coherencia interna del índice. En concreto, se utilizó el estadístico alfa de Crombach, con un valor de
0,5, lo que indica una correlación entre los elementos del indicador de magnitud media (el valor máximo
del índice es de un 1), lo cual es de esperar, dados los niveles cambiantes de dificultad de las cinco
preguntas. Aun así, cuando se incluye en el índice final la respuesta a las preguntas de política in-
ternacional, el valor de alfa disminuye hasta un 0,15, razón empírica suficiente como para no incluir las
respuestas a las preguntas de política internacional en el índice final que se maneja a lo largo de este
trabajo. 
Fuente: ESE (2004)






























tanto, obtendrían un sobresaliente como calificación final de su nivel de competencia
política. 
Una vez que sabemos cuál es el nivel medio de conocimiento político en España y de
acuerdo con la ESE en 2004, alrededor del aprobado por expresarlo en términos de
calificación estándar, la siguiente cuestión a responder es: ¿quiénes son los ciudada-
nos que menos entienden de política? En línea con lo que otros estudios han encon-
trado para otros países (como, por ejemplo, EE UU, Canadá y Australia), se trata de
los ciudadanos que disponen de menos recursos socioeconómicos, reproduciendo así
las desigualdades socioeconómicas en el terreno de lo público-político (Delli Carpini
y Keeter, 1996).
La Tabla 4 ofrece un perfil sociodemográfico de la distribución del conocimiento político
de acuerdo con los datos de la ESE. De ella se desprende evidencia de que los grupos que
presentan niveles medios más bajos de competencia política son las mujeres, los extran-
jeros, los parados, los que se dedican a cuidar el hogar (que se corresponden a día de hoy
con las amas de casa en España), los jóvenes (en el grupo de edad de entre quince y vein-
ticinco años), pero también los mayores de setenta años. Asimismo aquellos que declaran
tener problemas para llegar a fin de mes y, finalmente, los ciudadanos con menores ni-
veles de educación (especialmente los que no tienen educación o no han completado la
educación básica)5. 
La misma información se resume de forma algo más detallada en los Gráficos 2 a 4. En
concreto, el Gráfico 2 muestra el valor medio de conocimiento político por grupos de
edad. Como se puede apreciar, los niveles más bajos se concentran en los ciudadanos ma-
yores de setenta, especialmente el grupo de entrevistados mayores de ochenta años. En
contraste, los niveles más altos de competencia política se concentran en las edades me-
dias (entre los cuarenta y los sesenta), mientras que los más jóvenes, y de acuerdo con la
tendencia general en muchos países occidentales, presentan niveles de conocimiento po-
lítico por debajo de la media (véase, por ejemplo, la evidencia para Canadá y Holanda en
Howe, 2004).
El Gráfico 3 presenta la distribución del conocimiento político según años de educación
declarados por el entrevistado. Los resultados confirman que el nivel esperado de




5 La Tabla 4 resume las pruebas estadísticas del contraste del valor medio del índice de conocimiento
político de los grupos indicados en las filas. Cuando se incluyen asteriscos es porque las diferencias de
medias entre el grupo que señale la fila y el total de los entrevistados son estadísticamente significativas
para un nivel de confianza de al menos un 95% (para un asterisco) y un 99% (para dos asteriscos). La
interpretación de la Tabla 5 es la misma.
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Tabla 4. Perfil sociodemográfico de la competencia política de los ciudadanos 
en España
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de la ESE, 2004
Media N
Género
Mujer 2,61 ** 814
Hombre 3,02 ** 848
Total 2,81 1.662
Nacionalidad
Española 2,86 ** 1.543
Extranjera 2,23 ** 118
Total 2,81 1.661
Educación
Sin educación 2,32 ** 224
Educación básica (sin completar) 2,39 ** 254
Educación primaria 2,71 155
EGB, secundaria, FP1 2,68 ** 395
Secundaria, bachillerato, FP2 3,16 ** 296
Universitaria y más 3,49 ** 304
Total 2,83 1.628
Edad
15-25 años 2,52 ** 267
26-36 años 2,99 ** 361
37-47 años 3,15 ** 348
48-58 años 3,00 ** 242
59-69 años 2,81 195
Mayores de 70 años 2,27 ** 229
Total 2,83 1.642
Satisfacción con los ingresos del hogar
Vivimos cómodamente 3,15 ** 610
Nos llega para vivir 2,80 736
Tenemos dificultades 2,20 ** 251
Tenemos muchas dificultades 2,00 ** 49
Total 2,82 1.646
Situación en el mercado de trabajo
Trabaja 3,11 ** 871
Estudia 2,62 * 147
Desocupado 2,53 ** 81
Jubilado 2,64 257
Cuidado del hogar 2,34 ** 277
Total 2,83 1.633
Media del índice de conocimiento político 2,81 1.663
Los asteriscos indican que el valor de la media de conocimiento político para cada grupo difiere significativamente de la media general
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Por lo que respecta al Gráfico 4, este permite identificar de forma contundente la desven-
taja de las mujeres que no trabajan frente a los hombres que trabajan en lo que se refiere
a sus competencias políticas. La diferencia en el valor medio de conocimiento político
entre estos dos grupos es de casi un punto. 
Por otro lado, la distribución del conocimiento político se ha explicado en función de una
serie de actitudes de los ciudadanos, tales como el interés o predisposición a participar
en política, bien votando en elecciones, o bien a través de algún mecanismo alternativo.
A menudo se argumenta que aquellos ciudadanos más activos políticamente son también
aquellos que más entienden de política (Verba y Schlozman, 1997). Lo que no queda muy
claro en la literatura es la dirección de causalidad de estas dos características de la ciuda-
danía, es decir, ¿es el conocimiento político el que propicia el interés y la participación
en política o más bien el ciudadano al participar adquiere información, conocimiento e
interés por la política? (Verba, Schlozman y Brady, 1995). La respuesta a esta cuestión
excede los objetivos de este trabajo. Aquí nos limitaremos a analizar la relación empírica
entre las actitudes e implicación política de los ciudadanos y sus competencias políticas. 
La Tabla 5 proporciona evidencia de que los ciudadanos que declaran haber participado
en política presentan valores medios de competencia política más altos. En concreto, se
han escogido las formas de participación más populares en los doce meses precedentes a
21
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Fuente: ESE (2004)
Gráfico 4. Conocimiento político por situación en mercado de trabajo 




























Tabla 5. Exploración de los determinantes del conocimiento político 
en España
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de la ESE, 2004
Media N
Voto en últimas elecciones
Votó 2,97 ** 1.263
Se abstuvo 2,36 ** 280
Total 2,82 1.543
Asistencia a manifestaciones
Sí asistió 3,19 ** 563
No asistió 2,62 ** 1.093
Total 2,82 1.656
Uso de la escala ideológica
Sí 2,91 ** 1.415
No 2,25 ** 248
Total 2,81 1.663
Facilidad para formarse una opinión política
Sí 3,24 ** 529
No 2,64 ** 1.108
Total 2,83 1.637
Frecuencia con la que piensa que la política es tan complicada 
que no la puede entender
Nunca o pocas veces 3,23 * 434
A veces 2,99 * 498
Con frecuencia o a menudo 2,45 ** 709
Total 2,81 1.641
Media del índice de conocimiento político 2,81 1.663
Los asteriscos indican que el valor de la media de conocimiento político para cada grupo difiere significativamente de la media general
(y para un nivel de confianza de al menos un 95% con un asterisco y de al menos un 99% con dos).
la realización de la encuesta: el voto en las elecciones de marzo de 2004 y la participa-
ción en manifestaciones autorizadas6.
6 Para que el lector se haga una idea de la frecuencia de participación política en el año 2004 y de acuerdo
con la ESE, el 77% del total de los entrevistados declara haber votado. Para el resto de tipos de participación
política no electoral: un 12,6% declara haber contactado un político, o una autoridad o funcionario estatal,
autonómico o local; un 7,4% haber colaborado con un partido político o una plataforma de acción
ciudadana; un 18% haber colaborado con alguna organización o asociación; un 12% haber llevado o
mostrado insignias o pegatinas de alguna campaña; un 25% haber firmado una petición; un 34% haber
participado en manifestaciones autorizadas; y un 14% declara haber realizado consumo político (es decir,
comprar o boicotear productos por razones éticas, políticas o medioambientales).
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Fuente: ESE (2004)

































































Gráfico 7. Conocimiento político por tiempo dedicado a escuchar o ver informativos














































Gráfico 8. Conocimiento político por tiempo dedicado a leer noticias políticas 
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Por lo que respecta a las actitudes políticas de la ciudadanía, existe una pregunta en la que
se pide a los entrevistados que se posicionen en una escala ideológica que va del 0 al 10
(siendo 0 extrema izquierda y 10 extrema derecha). Pues bien, todos aquellos que se colocan
en esta escala presentan un nivel de competencia política significativamente mayor que los
que no responden a la pregunta. Asimismo, se pregunta a los entrevistados sobre el grado de
dificultad que encuentran para formarse una opinión sobre temas políticos. El nivel de cono-
cimiento político es mayor entre los que declaran tener facilidad para formarse opiniones
políticas que entre los que declaran no tenerla. Finalmente, los entrevistados que a menudo
reconocen que la política es muy complicada como para entenderla presentan un valor medio
de competencia política menor que los que nunca o sólo rara vez lo piensan. 
Si continuamos con las actitudes, el Gráfico 5 proporciona el valor medio del índice de cono-
cimiento político en función del interés por la política declarado por los entrevistados. El
Gráfico proporciona evidencia empírica contundente: la diferencia en el valor del índice de
conocimiento político entre los que no están interesados y los que están muy interesados es
de más de un punto. Por último, y por lo que respecta a la confianza en las instituciones, el
valor esperado de competencia política es mayor conforme aumenta el nivel de confianza de
los ciudadanos, tal y como muestra el Gráfico 67. Finalmente, el perfil de la distribución del
conocimiento político entre los ciudadanos españoles se dibuja con mayor nitidez si analiza-
mos una de las principales fuentes de donde los ciudadanos pueden recabar información so-
bre la política: los medios de comunicación de masas. En este sentido, los Gráficos 7 y 8
proporcionan una interesante evidencia. Ambos sugieren que, cuanto más tiempo dedica el
ciudadano a escuchar o ver informativos o programas políticos en la radio y la televisión, o
bien a leer noticias políticas en la prensa, mayor es su competencia política. Ahora bien, el
medio de comunicación que utiliza el ciudadano parece ser crucial a la hora de influir en su
nivel de conocimiento político. 
En efecto, el Gráfico 7 muestra que las diferencias en el nivel de competencia política entre
los que no dedican tiempo y los dedican más de dos horas a ver informativos o programas
políticos en la televisión son muy pequeñas, tanto que como veremos más adelante, no resul-
tan ser estadísticamente significativas. La magnitud de esas diferencias parece aumentar
cuando el medio de información cambia. En el caso de la radio, las diferencias son algo ma-
yores, pero la evidencia es mucho más clara para la prensa, tal y como indica el Gráfico 8,
en el que la diferencia en el valor medio de conocimiento político entre los que no leen no-
ticias políticas en la prensa y los que dedican una hora o más de tiempo a leer es de casi un
punto. Como veremos más adelante, este resultado tiene importantes consecuencias de cara
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7 Para realizar el Gráfico 6 se ha construido un índice que recoge el valor medio de confianza declarada
por el entrevistado en las siguientes siete instituciones: el Parlamento español, el sistema judicial, la
policía, los políticos, los partidos políticos, el Parlamento Europeo y las Naciones Unidas. El nivel de
confianza varía desde 0 (ninguna confianza) hasta 10 (máxima confianza). El Gráfico muestra sólo has-
ta el nivel 9 de confianza, dadas las pocas respuestas en esa categoría de la escala. 
a la propuesta de medidas dirigidas a incrementar la igualdad en la distribución de las com-
petencias políticas de los ciudadanos.
Una vez que hemos perfilado con cierto detalle la desigual distribución del conocimiento
político de los ciudadanos españoles, pasemos a continuación a tratar de explicarla, para,
una vez identificados los factores que la explican, proponer medidas que traten de paliar
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2. Factores explicativos del conocimiento político
objetivo de los ciudadanos en España
¿Por qué algunos ciudadanos poseen una mayor competencia política que otros? El
análisis de las causas de la desigual distribución del conocimiento político entre la ciu-
dadanía resulta crucial para reflexionar sobre las distintas estrategias que se pueden adop-
tar para tratar de disminuir las diferencias en la distribución de este recurso para la ciu-
dadanía en España. 
No cabe duda de que la identificación de las razones de la desigual distribución de compe-
tencias políticas entre individuos resulta una tarea complicada. La capacidad de los ciuda-
danos para aprender, implicarse, interesarse y retener información y conocimiento sobre lo
político se explica por razones tan complejas y diversas entre sí por su naturaleza (psicoló-
gica, social, económica, contextual) que al lector escéptico le podrá parecer este apartado in-
cluso pretencioso. Y efectivamente lo es. En estas líneas nos limitaremos a identificar las
pautas sistemáticas y más fácilmente previsibles de la desigual distribución del conocimiento
político entre la ciudadanía. El objetivo en este caso es minimalista, y no es otro que tratar
de identificar algunas de las regularidades más recurrentes del proceso que lleva a los ciu-
dadanos a adquirir y desarrollar competencias políticas. 
Para la identificación de estas regularidades, se utilizarán como punto de referencia los estu-
dios previos que sobre la distribución del conocimiento político a nivel individual existen en
la literatura relevante. Al respecto cabe indicar que la mayoría de ellos se centran en el caso
de los EE UU (Bennet, 1988, 1989, 1995; Delli Carpini y Keeter, 1996; Jennings, 1996; Lus-
kin, 1990; Smith, 1989), aunque con alguna excepción, como, por ejemplo, los estudios so-
bre Australia, Holanda y Canadá (respectivamente McAllister, 1998; Hendriks et al., 2004;
Howe, 2004) o el estudio comparado de Norris (2000). Pasemos, a continuación, a resumir
las teorías que explican el conocimiento político de la ciudadanía.
2.1 Teorías sobre la competencia política de los ciudadanos
Existen muchas teorías que explican la variación en el conocimiento político de los ciu-
dadanos. Todas ellas hacen referencia a lo que podemos considerar como condiciones ne-
cesarias, aunque no suficientes, para que exista la competencia política: las habilidades,
las motivaciones y las oportunidades que proporciona el contexto para la adquisición de
conocimiento (Delli Carpini y Keeter, 1996). 
De hecho, la mayoría de factores individuales y contextuales que analizaremos a continua-
ción y que contribuyen a explicar la variación a nivel individual de la competencia política
de los ciudadanos se pueden clasificar conceptualmente dentro de estas tres grandes condi-
ciones. Por ejemplo, la desventaja de las mujeres frente a los hombres para la adquisición de
competencia política se puede explicar en función de varios mecanismos causales: las muje-
res poseen menor nivel de educación y, por tanto, menos “oportunidades” para adquirir in-
formación sobre la política, pero también se puede explicar en función de su menor “moti-
vación” o interés por los temas público-políticos, ya sea por la educación recibida o por el
papel de las mujeres en la familia a la que pertenezcan. Por lo tanto, un factor explicativo
que a primera vista parece una característica puramente personal, el género, esconde muchas
otras implicaciones de carácter actitudinal, de comportamiento, o incluso de oportunidades
del contexto. Del mismo modo, la educación de los ciudadanos puede incentivar sus com-
petencias políticas tanto a través de un aumento de sus habilidades cognitivas como por el
incremento de sus motivaciones o intereses en el terreno de lo político. 
No obstante, ¿cuáles son esas teorías reconducibles a las tres condiciones necesarias, aunque
no suficientes, para que exista la competencia política? Podemos resumir las distintas teorías
que explican el conocimiento político de los ciudadanos en tres grandes corrientes (Cassel y
Lo, 1997): la teoría de la movilización cognitiva, la teoría estructuralista de las desigualdades
de clase y estatus y, finalmente, la teoría sobre los agentes de socialización (primaria y se-
cundaria). A continuación, se explican muy brevemente.
De acuerdo con la teoría de la movilización cognitiva, la educación y el activismo político
de los ciudadanos promueven la adquisición de información y la movilización de sus capa-
cidades cognitivas para comprender, asimilar, incorporar y utilizar la información política.
Del mismo modo, el nivel de conocimiento político crece con la edad porque los individuos
van adquiriendo experiencia y habilidades para manejar la información política (Converse,
1964). Educación, edad y militancia política, por lo tanto, se convierten en recursos que in-
centivan las habilidades cognitivas y de aprendizaje de los temas políticos. 
Por su parte, las teorías estructuralistas establecen que el estatus social de origen y la edu-
cación constituyen indicadores de la estructura y contexto social en el que se desarrolla
el individuo. Las instituciones tradicionales, tales como la familia, el colegio, instituto o
universidad, y el estatus que consigue el individuo una vez que llega a la etapa de adulto,
afectan al conocimiento político a través de la adquisición de valores, costumbres, con-
tactos sociales e informaciones. 
Finalmente, las teorías sobre los agentes de socialización (primaria y secundaria) en todas
sus variantes argumentan que la información y las capacidades necesarias para moverse
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sociales más tradicionales, como son la familia y la escuela (socialización primaria), y poste-
riormente los grupos de amigos, el instituto y la universidad (socialización secundaria). Más
recientemente se han incorporado a la teoría como fuentes de socialización los medios de
comunicación de masas (radio, prensa y, sobre todo, televisión, y últimamente Internet).
A pesar de que todas estas teorías estén de acuerdo en el diagnóstico de que la competen-
cia política es el producto de las tres condiciones ya mencionadas (habilidades, motiva-
ciones y oportunidades), cada una de ellas subraya alguna de las condiciones de forma
más intensa. En efecto, la teoría de la movilización cognitiva se centra, sobre todo, en las
habilidades y motivaciones personales, la teoría estructuralista en las oportunidades con-
textuales que rodean a los individuos, mientras que las teorías sobre los agentes de socia-
lización contemplan por igual los factores contextuales e individuales, aunque su centro
de atención se centra mayormente en la eficacia de los agentes y en el grado de intencio-
nalidad de la influencia que ejercen. 
Hasta aquí un breve resumen de las teorías que explican las razones de la desigual distribu-
ción del conocimiento político entre los ciudadanos. A continuación, se ofrecen los resultados
de la comprobación empírica de esas teorías con los datos de la ESE, 2004, para España. 
2.2 Una explicación de la desigual distribución de la competencia
política en España, 2004
La Tabla 6 ofrece los resultados de la estimación empírica a nivel individual de la com-
petencia política de los ciudadanos en España (2004) en función de una serie de caracte-
rísticas que miden de forma aproximada (es decir, “operacionalizan”) algunos de los fac-
tores que las teorías apenas comentadas defienden como explicativos de la variación en
el conocimiento político de los ciudadanos8.
8 Para realizar esta estimación empírica se ha utilizado la técnica estadística del análisis de regresión múltiple,
que predice el valor del conocimiento político para cada individuo (entrevistado) en función de una serie de
características sistemáticas. La interpretación de los estimadores (o coeficientes) que se leen en la Tabla 6
(excepto para el caso de la edad) es lineal y aditiva, es decir, para cada uno de los factores que se ven en las
filas de la tabla, se puede leer el aumento (o disminución si el coeficiente es negativo) que se produce en el
valor esperado de la variable dependiente por el aumento en una unidad de la variable independiente, y man-
teniendo constantes el resto de variables independientes especificadas en la ecuación de estimación del co-
nocimiento político. La Tabla ofrece los resultados de la estimación más eficiente (desde el punto de vista
estadístico) de las muchas ensayadas que contrastaban las hipótesis teóricas esbozadas en el apartado 2.1. Se
probó a especificar en la ecuación algunos de los factores que parecían tener incidencia en el conocimiento
político de acuerdo con la evidencia empírica presentada en el Capítulo 2 (como, por ejemplo, la situación
en el mercado de trabajo, la nacionalidad o la confianza en las instituciones políticas por parte del entrevis-
tado). Ninguno de esos factores resultó tener una incidencia estadísticamente significativa en la predicción
del conocimiento político cuando se controla por el resto de factores que se pueden ver en la Tabla 6.
Según la Tabla 6, las habilidades, motivaciones y oportunidades se confirman como condicio-
nes necesarias, aunque no suficientes, para que el conocimiento político aumente. Comence-
mos por las habilidades. El efecto de tres características individuales resultó ser estadística-
mente significativo, en línea con los resultados de estudios previos: la educación, la edad y el
género. El valor esperado del conocimiento político de cualquier ciudadano aumenta cuanto
mayor sea su nivel educativo. Si comparamos a un entrevistado sin educación con otro con
educación básica sin completar, el valor esperado de su competencia política aumentará en
0,15, manteniendo constantes el resto de los factores de la ecuación. El Gráfico 9 resume la
incidencia del nivel de educación de los ciudadanos (desde el nivel más bajo hasta el más alto)
en su competencia política. Presenta los valores predichos del conocimiento político en fun-
ción del nivel educativo, manteniéndose constantes el resto de factores en su valor medio9.
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9 Explicado de forma más rigurosa, el Gráfico 9 presenta los resultados simulados para el caso hipotético
de individuos que presenten en todas las variables especificadas en la ecuación el valor medio muestral,
excepto en la variable nivel de educación, cuyo efecto en el conocimiento político que vemos en el
Gráfico. Para replicar estos cálculos no hay más que utilizar los resultados de la Tabla 6. Los Gráficos
10 y 11 han sido calculados realizando el mismo ejercicio.
Tabla 6. Resultados de la estimación de la variación del nivel de conocimiento
político en España a nivel individual, en función de varios factores 
(ecuación multivariada)
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de la ESE, 2004
Variables independientes Coeficientes Errores típicos Significación
(Constante) 0,87 0,19 0,00
Información política en TV 0,01 0,02 0,46
Información política en radio 0,05 0,02 0,02
Información política en prensa 0,13 0,03 0,00
Nivel de educación 0,15 0,02 0,00
Hombres 0,30 0,06 0,00
Edad 0,05 0,01 0,00
Edad2 -0,0004 0,00008 0,00
Sí votó en elecciones 2004 0,31 0,07 0,00
Sí ha participado en manifestaciones (en el último año) 0,21 0,06 0,00
No se ubica en la escala ideológica -0,27 0,08 0,00
No tiene ningún interés en la política -0,39 0,07 0,00
R2 ajustado 0,25 – –
Número de observaciones 1.571 – –
F (12) 46,00 – 0,00
Error típico de la estimación 1,11 – –
Los coeficientes y sus errores típicos asociados han sido calculados a través del método de estimación de mínimos 
cuadrados ordinarios.
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Fuente: ESE (2004)
Gráfico 9. Efecto predicho del nivel de educación en el conocimiento,







































Gráfico 10. Efecto predicho de la edad en el conocimiento político,





























La incidencia de la educación en el conocimiento político se puede entender a través de
distintos mecanismos. En primer lugar, la preparación que proporciona la instrucción a
los ciudadanos. Evidentemente una persona que haya ido a la universidad tendrá mayores
conocimientos de historia, geografía, matemáticas y también de política que el que sólo
haya cursado, por ejemplo, estudios primarios. No obstante, el efecto de la educación en
las competencias políticas de los ciudadanos también se materializa a través del aumento
de sus habilidades cognitivas, de su capacidad de entendimiento de las cuestiones políti-
cas y sus recursos a la hora de conseguir información para incorporarla a sus conoci-
mientos. Finalmente, la educación también constituye un recurso socioeconómico y de
estatus que, a su vez, influye en las posibilidades de los ciudadanos de informarse e im-
plicarse en política10.
Por lo que respecta a la edad, se aprecia un efecto positivo, de tal forma que a mayor edad,
mayor conocimiento político. No obstante, a partir de los 55 años, el efecto de la edad es
el contrario, es decir, a mayor edad menor competencia política de los ciudadanos. El
Gráfico 10 presenta los valores predichos del conocimiento político en función de la
edad, manteniéndose constantes el resto de factores considerados aquí en su valor medio,
para que el lector se haga una idea más clara de esta relación no lineal.
La incidencia de la edad en el conocimiento político de nuevo se puede explicar en fun-
ción de varios mecanismos causales. El primero, y más evidente, es el del ciclo vital: el
paso de los años proporciona experiencias que contribuyen a aumentar las habilidades
cognitivas para adquirir información y conocimiento político. El segundo tiene más que
ver con un efecto cohorte que en el caso español claramente refleja la desigualdad de
oportunidades en el aprendizaje e implicación en lo público-político de las generaciones
más ancianas en España. Previos estudios han demostrado que estas generaciones osten-
tan un menor interés y una mayor desafección política (Martín, 2004; Torcal y Montero,
2000). Todo ello se atribuye a la socialización política de estas generaciones, que se pro-
dujo en el marco de la dictadura franquista y que se basó en el fomento de la pasividad
y el miedo a implicarse en política. Por otra parte, las generaciones más ancianas sufren
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10 Si comparamos la media de número de horas que un universitario y un ciudadano con educación primaria
obligatoria dedican a leer información política en el periódico, la diferencia es de casi una hora (diferencia
que resultó ser estadísticamente significativa a un nivel de confianza del 99,9%). La diferencia es algo
menor (pero estadísticamente significativa) en magnitud para el caso de noticias o programas de actualidad
política en radio, de algo más de media hora. No existen diferencias significativas para los programas o
noticias en la televisión. Asimismo, mientras que la mitad de los que no tienen estudios se declaran no
interesados en política, tan sólo un 8% del total de universitarios declara su desinterés en política (y las
diferencias de porcentajes resultaron ser estadísticamente significativas). Finalmente, si la mitad de los que
tienen educación secundaria o universitaria declaran haber asistido a una manifestación, tan sólo el 20% del
total de los que no tienen estudios o su nivel de estudios es bajo declaran haber asistido a una manifestación
(de nuevo las diferencias de porcentajes son estadísticamente significativas). Los resultados no se enseñan
por razones de espacio, pero pueden solicitarse a la autora o calcularse utilizando los datos de la ESE, 2004. 
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11 Las generaciones más ancianas presentan niveles medios de educación significativamente más bajos que
el resto. Asimismo, presentan una media de tiempo dedicado a leer información política en prensa o
escuchar noticias políticas en la radio significativamente más baja que las generaciones intermedias. Las
diferencias no son estadísticamente significativas en lo que se refiere al tiempo dedicado a ver noticias
y programas de actualidad política en la televisión.
12 La diferencia en la magnitud del efecto de la educación sobre el conocimiento político entre hombres y
mujeres resultó ser estadísticamente significativa (se comprobó a través de la especificación de una
interacción entre educación y género). Los resultados no se enseñan por razones de espacio, pero pueden
solicitarse a la autora.
desventajas en términos de recursos socioeconómicos. Estas desventajas se traducen en
una menor competencia política provocada indirectamente por su bajo nivel de formación
o su menor disposición a informarse sobre cuestiones políticas11.
Por otro lado, es destacable la desventaja en términos de oportunidades de las mujeres con
respecto a los hombres. De acuerdo con los resultados del análisis presentado en la Tabla 6,
ser hombre frente a ser mujer representa una ventaja en el valor esperado de conocimiento
político de 0,3. La magnitud del efecto de género no es muy grande si recordamos que el ín-
dice de competencia política varía de 0 a 5. Pero la diferencia es estadísticamente significa-
tiva. ¿Por qué las mujeres presentan niveles sistemáticamente más bajos de competencia po-
lítica que los hombres? En este caso, se trata de un factor de motivación y oportunidad. En
primer lugar, las mujeres en España, en comparación a los hombres, aún presentan niveles
de educación más bajos. Es más, se probó a condicionar el efecto de la educación sobre el
conocimiento político al sexo del entrevistado y se encontró que dicho efecto es de mayor
magnitud para las mujeres que para los hombres12. Estos resultados indican, además, la
desventaja adicional de las mujeres con bajo nivel educativo en lo que a competencia política
se refiere, desventaja aún mayor para las generaciones más ancianas, precisamente aquellas
donde más predominan las mujeres, debido a su conocida mayor longevidad que la de los
hombres. 
Otra de las explicaciones recurrentes de los menores niveles de conocimiento político de
las mujeres descansa en el proceso de socialización tradicional que trasmite valores por
los que los hombres aparecen como los protagonistas en la dimensión público-política,
mientras que las mujeres se orientan más hacia el mundo de lo privado y lo íntimo. Pro-
bablemente los valores tradicionales que desincentivan la implicación y el interés de la
mujer en la política puedan parecer a día de hoy anticuados. Sin embargo, existe eviden-
cia que muestra que, incluso cuando las mencionadas normas conservadoras no se tras-
miten, el simple ejemplo de las madres que no hablan, no se interesan, ni se implican en
política aún tiene un efecto significativo en los hijos (Niemi y Junn, 1998). 
La falta de oportunidades y el efecto de la socialización se traducen asimismo en una falta
de motivación. De hecho las mujeres en España presentan niveles significativamente más
bajos de interés por la política que los hombres. Además, dedican por término medio menos
tiempo que los hombres a informarse de política13. Esta diferencia puede deberse al hecho de
que las mujeres, por término medio, cuentan con una menor cantidad de tiempo disponible
para informase de política, debido a su dedicación al cuidado del hogar, que en España sigue
siendo masivamente la mujer quien más intensamente lo hace, y ello independientemente de
que trabajen, en cuyo caso simplemente aumentan la duración de la jornada laboral14.
Pasemos a continuación a comentar el efecto de la motivación en el conocimiento políti-
co. De acuerdo con la Tabla 6, si comparamos a un ciudadano que declara no tener ningún
interés en política con otro que declara tener aunque sea un mínimo interés, el valor es-
perado de la competencia política del primero será 0,39 puntos menor que la del segundo,
manteniéndose constantes el resto de factores considerados en la Tabla 6. Esta diferencia
es estadísticamente significativa. 
La motivación también puede traducirse en habilidades cognitivas que permitan a los
ciudadanos una identificación relativamente intuitiva con el mundo de la política. La
ideología de los partidos fue concebida por Downs (1957) como una única dimensión
política basada en la perspectiva económica que los partidos defienden para la sociedad
y que va desde la intervención del Estado en la gran mayoría de dimensiones económicas
hasta la total ausencia de la intervención estatal en la economía (el ideal de economía de
mercado libre). De acuerdo con Downs, la mayoría de los temas políticos de importancia
en la opinión pública están relacionados y se pueden incluir en esa única dimensión
política que es la ideología. Pues bien, un indicador aproximado del grado de orientación
de los ciudadanos en el mundo de lo político puede ser si son capaces de ubicarse en una
escala que va de 0 a 10, donde 0 significa izquierda y 10 derecha. Si comparamos a los
ciudadanos que utilizan la escala con aquellos que no son capaces de ubicarse en el
continuo, el valor predicho del conocimiento político será por término medio 0,27 menor
para estos últimos, manteniéndose constantes el resto de factores considerados en la pre-
dicción. Las diferencias en la competencia política de estos dos tipos de ciudadanos son
estadísticamente significativas. 
El efecto de la motivación también se refleja en el tiempo que los entrevistados declaran
dedicar a informarse de política en los medios de comunicación (televisión, radio y pren-
sa). Curiosamente, sin embargo, el tiempo que los ciudadanos dedican a informarse sobre
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13 Las diferencias resultaron ser estadísticamente significativas para los tres medios de comunicación
(prensa escrita, radio y televisión), si bien la magnitud de esa diferencia entre hombres y mujeres es ma-
yor para el caso de la prensa escrita y menor para el caso de la televisión. 
14 Del total de mujeres entrevistadas en la ESE, un 44% trabaja y un 34% cuida del hogar. Por el contrario,
del total de hombres hasta un 62% trabaja, pero sólo un 2% se dedica al cuidado del hogar. La diferencia
de proporciones es estadísticamente significativa. Asimismo, datos recientes sobre el uso del tiempo
indican que, a pesar de la tendencia hacia una distribución más igualitaria de las tareas del hogar entre
hombres y mujeres en Europa (y especialmente en los países del sur), son las mujeres quienes más
tiempo dedican al cuidado del hogar y de la familia (Gersuny, 2000).
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política en la televisión no parece tener un efecto estadísticamente significativo sobre su
nivel de conocimiento político. Este resultado es relativamente controvertido en estudios
previos, puesto que encontramos tanto evidencia en el mismo sentido que la que aquí
presentamos (Delli Carpini y Keeter, 1996), como evidencia contraria (Nuus y Dekker,
2005). En otros estudios simplemente no se consideran las diferencias entre fuentes de
información, sino que se incluye un indicador general de consumo de información política
en medios, pero sin especificar la fuente concreta (por ejemplo, Norris, 2000). En general,
los efectos nocivos de un exceso de consumo de información a través de la televisión han
proliferado en los últimos años y presentan evidencia especialmente llamativa para el caso
de los EE UU. Por ejemplo, el estudio de Putnam (2000) sobre el declive de la implicación
cívica de los americanos concluye que uno de los motivos principales ha sido la sustitución
de la prensa por la televisión como medio de información sobre la actualidad política. 
En cierta medida, el escaso impacto que el tiempo que los ciudadanos dedican a infor-
marse sobre política en la televisión tiene sobre sus competencias políticas puede ser el
reflejo de la baja calidad de la programación de contenido político. A menudo se ha ar-
gumentado que en España los canales públicos se utilizan por parte del partido en el Go-
bierno con fines propagandísticos, de tal forma que los contenidos políticos de los
telediarios del canal público favorecen al Gobierno. Algunos estudios en el campo de la
comunicación política demuestran a través del análisis del contenido de las informacio-
nes políticas de los telediarios el sesgo partidista de los telediarios de la televisión pública
(Aideka, 2004b)15.
De hecho, la baja calidad de los contenidos políticos de la televisión pública (aunque
también de los canales privados) es un tema de debate en la literatura que reflexiona so-
bre la “enfermedad de los medios en el siglo XXI”. Algunos autores denuncian que una
de las consecuencias de la baja calidad de los contenidos de los programas de televisión
es el aumento generalizado de la desafección política de los ciudadanos, así como la dis-
minución significativa de su interés y conocimiento de lo político (Newton, 1999; Norris,
2000). Los resultados de este trabajo sugieren que efectivamente la calidad de la infor-
mación política de las televisiones en España es baja, dado que su “consumo” por parte
de los ciudadanos no presenta ninguna incidencia significativa en sus competencias polí-
ticas. Sobre este tema volveremos en el siguiente apartado. 
Por contraste, el consumo de información política en programas de radio y en la prensa sí
que muestra un efecto estadísticamente significativo, de especial magnitud en el caso de la
15 El caso de los telediarios en la segunda legislatura del gobierno del PP es ejemplar (aunque no único) en
este sentido. Las numerosas denuncias de los empleados en la cadena pública así lo avalan. Véase, por
ejemplo, la evidencia empírica que proporciona el estudio de investigación de Aideka (2002 y 2004a)
sobre el tratamiento informativo de RTVE sobre la huelga general del 20 de junio de 2002 y sobre la
Guerra de Iraq. 
prensa. La explicación muy bien puede residir en la calidad de la información que contiene
la radio y la prensa escrita en comparación con la televisión, pero también en el mayor
esfuerzo que requiere por parte de los ciudadanos el recabar información a través de la
lectura, una actividad mucho más activa que la simple escucha de las noticias en radio o en
televisión. De ahí la mayor magnitud del efecto del consumo de información política en
prensa que en radio. Este resultado también coincide con lo que Newton (1999) encuentra
para el caso británico a finales de los años noventa. 
El Gráfico 11 ilustra el efecto del consumo de información política por parte de los ciu-
dadanos en su nivel de competencia cívica. El efecto es positivo, es decir, a mayor tiempo
dedicado a informarse de política mayor es el nivel de conocimiento de los ciudadanos.
La magnitud de este efecto es mayor en el caso de la prensa (en el Gráfico 11, línea clara)
que en el de la radio (en el Gráfico 11, línea oscura). Esta diferencia sugiere que la in-
formación política más relevante para aumentar la competencia de los ciudadanos es
aquella que se difunde en los medios de comunicación escritos, es decir, en la prensa.
Como veremos en el siguiente apartado, este resultado es relevante para incidir en de-
terminadas propuestas de medidas para promover las competencias políticas de los ciu-




Gráfico 11. Efecto predicho del consumo de información política 
(a través de radio y prensa) en el conocimiento político, de acuerdo 
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Además de la implicación psicológica en política y de la atención a los medios (especialmen-
te la prensa) de los ciudadanos, también cuentan sus actividades políticas a la hora de expli-
car sus competencias cívicas. De acuerdo con la teoría que explica la propensión de los ciu-
dadanos a participar en política (por ejemplo, Verba, Schlozman y Brady, 1995), la partici-
pación y el conocimiento suelen ir unidos. Precisamente el participar supone una fuente de
información y aprendizaje. Esto supone una incidencia positiva de la participación política
en las competencias de los ciudadanos. A su vez, el conocimiento político debería estimular
la participación disminuyendo sus costes y maximizando sus beneficios. Numerosos estu-
dios encuentran evidencia de este efecto recíproco de la participación en el conocimiento po-
lítico y viceversa (Junn, 1991; Leighley, 1991).
En este trabajo me limito a mostrar el efecto de la participación política electoral y no
electoral en el nivel de conocimiento político de los ciudadanos. De acuerdo con la Tabla
6, si comparamos el valor predicho de un ciudadano que declara haber votado en las elec-
ciones generales de marzo de 2004 con otro que declara haberse abstenido, el valor pre-
dicho del conocimiento político del primero será 0,31 mayor que del abstencionista (y
manteniendo constantes el resto de factores especificados en la ecuación). Esta diferen-
cia es estadísticamente significativa. El efecto positivo y significativo de la participación
electoral es idéntico en el caso de la participación no electoral (en concreto, la protesta),
sólo que de menor magnitud. Por tanto, si comparamos a un ciudadano que declara haber
asistido a una manifestación en los últimos doce meses con otro que no haya asistido, el
valor esperado de su nivel de conocimiento político será 0,21 mayor para el ciudadano
que protesta en comparación con el que se queda en casa. 
Tabla 7. Estadísticos descriptivos de las variables incluidas en la ecuación 
de estimación de regresión
Fuente: Elaboración propia a partir de los datos de la ESE, 2004
Variable Número Media Desviación Valor Valor
de observaciones típica mínimo máximo
Índice de conocimiento político 1.663 2,81 1,28 0 5
Información política en TV 1.660 1,73 1,17 0 7
Información política en radio 1.660 1,17 1,64 0 7
Información política en prensa 1.662 0,66 0,85 0 7
Nivel de educación 1.628 2,74 1,68 0 5
Hombres 1.662 0,51 0,50 0 1
Edad 1.640 45,05 18,72 15 102
Sí votó en elecciones 2004 1.638 0,77 0,42 0 1
Sí ha participado en manifestaciones 1.656 0,34 0,47 0 1
No se ubica en la escala ideológica 1.663 0,15 0,36 0 1
No tiene ningún interés en la política 1.658 0,28 0,45 0 1
En resumen, los resultados del análisis que se presenta en este trabajo sugieren que los
factores que contribuyen a explicar la desigual distribución del conocimiento político en-
tre los ciudadanos en España son tanto individuales como contextuales, es decir, la com-
petencia política de un ciudadano cualquiera no solamente depende de sus habilidades y
motivaciones personales, sino también (y sobre todo) de las oportunidades que el con-
texto le ofrece para adquirir formación, maximizar los beneficios de la implicación en
política y minimizar sus costes, y para recabar información política. A la luz de estos re-
sultados, pasemos a continuación a discutir algunas medidas que se han ensayado o
pretenden ensayarse en países democráticos para que la distribución de las competencias
políticas de la ciudadanía no sólo aumente, sino que se distribuya de forma más homo-
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3. Propuestas para fomentar los niveles 
de conocimiento político de los ciudadanos 
en España
De acuerdo con los resultados presentados en el Capítulo 2, la capacidad de los ciudada-
nos de adquirir, procesar e incorporar nueva información parece verse afectada por dos
factores estructurales: el sistema educativo y los medios de comunicación. Las principa-
les medidas que en este apartado se proponen para aumentar el conocimiento político,
pero sobre todo para que este recurso de la ciudadanía se distribuya de la forma más
homogénea posible, están dirigidas precisamente a estas dos áreas generales de actua-
ción: el sistema educativo y los medios de comunicación. Para todas ellas se hará refe-
rencia a las experiencias previas (cuando las haya) en otros países y, en la medida de lo
posible, se discutirá su eficacia, si bien esta segunda es una tarea demasiado ambiciosa,
ya que los resultados de las experiencias analizadas varían mucho entre los países según
su ámbito de aplicación y el momento en que se desarrollan. Además, rara vez existen
evaluaciones sistemáticas de los resultados de las medidas ensayadas.
3.1 Los medios de comunicación
El debate sobre la eficacia de las medidas adoptadas por gobiernos nacionales, regionales
o locales que, por lo general, se destinan a mejorar la oferta de información que se pro-
porciona a los ciudadanos a través de los medios de comunicación, o incluso a través de
otros actores claves tales como partidos políticos, asociaciones y foros de discusión, es
controvertido. 
Las principales conclusiones de los debates más recientes establecen que, para que las
medidas de fomento de las competencias políticas de los ciudadanos funcionen, la infor-
mación que se difunda a partir de los medios de comunicación o de cualquier otro actor
relevante ha de ser de calidad. No basta con promover la difusión de información política
en general a través de estrategias que discutiremos a continuación, lo importante es que
esa información sea fidedigna, contrastable, razonada y accesible. Y, lo que resulta aún
más relevante, tiene que estar acompañada de una mínima motivación para que los ciu-
dadanos se interesen por el tema (Kuklinski et al., 2001).
Sólo la información que proporciona el contexto que sea de calidad puede tener efectos
en el aumento de las competencias de los ciudadanos. Por mucha información que el con-
texto proporcione, si es demasiado técnica e inaccesible, o si está muy sesgada en térmi-
nos partidistas, no aumentará significativamente la competencia de la ciudadanía para li-
diar con temas políticos. Se trata de lo que los especialistas de la psicología social deno-
minan la información con valor de diagnóstico. Sin embargo, la información de calidad
es una condición necesaria, pero no suficiente como para que produzca un efecto signi-
ficativo en la competencia de la ciudadanía. También se requiere un contexto que motive
al ciudadano a informarse y formarse su propia opinión o punto de vista sobre la cuestión
política del momento. Y en este sentido, la pregunta es: ¿cómo se incentiva la motiva-
ción? Los hallazgos de los experimentos realizados en el campo de la psicología cogni-
tiva sugieren que el lenguaje que utilice la información tiene que ser accesible, persuasivo
y que no suene a algo técnico, frío, aburrido y lejano a los intereses y la vida cotidiana
del ciudadano. Asimismo, el contenido de la información tiene que ser creíble.
En la lucha por la atención de los ciudadanos, probablemente, el principal enemigo sea el
límite de la capacidad de la mente para retener información, por lo que tiene que ser muy
interesante como para que el ciudadano no sólo le preste atención, sino que también la in-
corpore a su memoria a corto y largo plazo. La última condición necesaria para que la in-
formación procesada y asimilada incremente las competencias cívicas de los ciudadanos es
que se traduzca en conocimiento, formación de opinión o disposición a la acción (Lupia,
2002). Cuando la nueva información incorporada es contradictoria con las creencias o valo-
res de los ciudadanos, puede ser que acabe por eliminarse y no se materialice en opiniones
o acciones para evitar contradicciones internas.
En ese sentido, las investigaciones previas muestran que el cambio de opinión se produce
sobre todo entre los ciudadanos que tienen ideología moderada, pero no entre quienes tie-
nen una ideología muy marcada (Zaller, 1992). Estos últimos están muy atentos a los ava-
tares políticos, pero su disposición a cambiar de opinión es menor que los moderados.
Esta puntualización tiene relevancia para el caso de España, un contexto donde la infor-
mación que se ofrece a los ciudadanos está bastante alineada ideológicamente. Como es
sabido, la tendencia a la concentración de los principales medios de comunicación en
grandes grupos mediáticos (como el grupo Prisa, Vocento, Zeta, etc.) se traduce en una
línea política que en algunos es bastante clara y homogénea. 
Detengámonos un momento en el caso de dos cadenas de radio de bastante audiencia en
España: la cadena COPE y la cadena SER. Los ciudadanos asiduos de estas cadenas de
radio acceden a una serie de informaciones políticas tan extremadamente distintas entre
sí que casi podríamos decir que pertenecen a dos planetas distintos. Evidentemente, estas
informaciones tan polarizadas se refuerzan si, además, el oyente de la SER lee el perió-
dico El País y el de la COPE lee La Razón. Se trata, por tanto, de un contexto extrema-
damente polarizado en el que los habitantes de un planeta muy difícilmente estarán dis-
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quier ciudadano de un lejano país que no supiera nada de España e hiciera el experimento
de informarse de política a través de estas dos cadenas de radio y de estos dos periódicos,
seguramente pensaría que en ellos se habla de dos países distintos.
La estructura institucional y política de España, junto con el comportamiento de las elites
políticas, contribuye a explicar el desarrollo de este contexto tan polarizado. En primer
lugar, a pesar de que el número de partidos con representación en el Parlamento es bas-
tante grande, solamente dos grandes partidos compiten por el poder en las elecciones ge-
nerales, al menos desde 1982 y hasta la actualidad. Esta tendencia al bipartidismo se tra-
duce asimismo en el terreno de los medios de comunicación (con la excepción de los me-
dios que operan en el contexto autonómico), que imprimen algo de heterogeneidad al pa-
norama de la polarización extrema de la información política. En segundo lugar, el rela-
tivo monopolio que los partidos tienen a la hora de difundir información política, siendo
muy minoritaria la contribución de actores alternativos tales como las asociaciones veci-
nales, los movimientos sociales, las ONG, etc., cuyas campañas de información suelen
tener poca cobertura en los medios más habituales, con algunas notables excepciones, co-
mo, por ejemplo, la cobertura de las movilizaciones de la ciudadanía contra la Guerra de
Iraq en el invierno de 2003. 
Los defensores de la teoría de las heurísticas políticas (Popkin, 1991; Sniderman et al.,
1991, etc.) dirían que el contexto de información en España permite una ciudadanía in-
formada, ya que los partidos se alinean en torno a un determinado tema, utilizan sus pro-
pios medios (periódicos, radios, cadenas televisivas) y los ciudadanos no tienen más que
alinearse de acuerdo con las opiniones que su partido más afín difunde en los medios que
utiliza. Así se ahorra el ciudadano la “costosa” actividad de informarse. De esta forma se
recrea un contexto de enfrentamiento en el que los puntos de vista distintos no se inter-
cambian y cada una de las opiniones simplemente se refuerza en los medios, pero no se
contrasta. Esto supone la promoción de ciudadanos con poca capacidad de contrastar in-
formaciones más allá de lo que su partido opine. En ese sentido, a menudo la política se
convierte en una especie de partido de fútbol en el que lo que resulta definitorio es el
equipo al que pertenezca el ciudadano. 
Evidentemente hay excepciones. Para empezar, el contexto de la política en el ámbito auto-
nómico y local complica el escenario, como también hay ciudadanos que utilizan fuentes
variadas de información pertenecientes a grupos mediáticos diversos; aun así, conviene tener
en cuenta el contexto apenas descrito a la hora de proponer medidas que contribuyan a me-
jorar la competencia política de los ciudadanos a través de los medios de comunicación. 
A) Los medios audiovisuales: la televisión y las nuevas tecnologías
En muchos países se han ensayado fórmulas diversas a través de la televisión. Una de
ellas es la retrasmisión de debates parlamentarios en programas de la televisión pública
proyectados en horarios con posibilidades de audiencia (por ejemplo, en Alemania, Mé-
xico y Venezuela)16, pero no existen evaluaciones disponibles de estas experiencias. Otra
posibilidad es el fomento de programas que organicen debates sobre temas de actualidad
política entre líderes de partidos (en el ámbito nacional, autonómico o local) en épocas
no electorales. Incluso la financiación de teleseries cuyos guiones tengan contenidos po-
líticos. De la misma manera que hay series cuyos protagonistas pertenecen al gremio de
los abogados, médicos y enfermeros en un hospital, o policías o bomberos, ¿por qué no
fomentar una en la que los protagonistas sean políticos? El problema es que una serie de
este tipo en un contexto político tan polarizado como en España, siempre recibiría acu-
saciones de sesgo, dependiendo del partido que estuviera en el Gobierno. Además, para
fomentar estos programas se requiere de una televisión pública comprometida y con al-
gún porcentaje de financiación independiente de la publicidad (como ocurre, por ejem-
plo, en Gran Bretaña o en los países escandinavos). A pesar de que las programaciones
de RTVE deberían (de acuerdo con la Ley 4/1980, de 10 de enero, del Estatuto de la
Radio y la Televisión) impulsar, entre otros objetivos, el crecimiento de los valores cons-
titucionales y favorecer la difusión de los conocimientos cívicos, lo cierto es que RTVE
está financiada exclusivamente por el mercado publicitario (o el endeudamiento). Por to-
do ello, sería irrealista pensar que este tipo de propuestas se fuera a incluir en la progra-
mación. Si a ello unimos que, de acuerdo con el análisis presentado en este trabajo, el
consumo de información política en la televisión no parece tener incidencia alguna en la
competencia política de los ciudadanos, tal vez sea más realista concentrar los esfuerzos
en los medios de comunicación escrita como la prensa, los cuales parecen ser más efec-
tivos de acuerdo con la experiencia en otros países.
Pero, antes de pasar a explicar las propuestas dirigidas a la prensa, conviene insistir en
que probablemente el hecho de que el consumo de la información política de la televisión
no tenga incidencia en las competencias políticas de los ciudadanos se deba a su baja ca-
lidad. Muy bien podría ser que, apostando por programas de mayor calidad, y superando
la trampa de la publicidad, aumentara el conocimiento político de la ciudadanía. Una po-
sibilidad sería incluir algunas reglas mínimas que todos los telediarios de RTVE tuvieran
que cumplir, como, por ejemplo, controles sobre el número de minutos dedicados a pro-
veer información relacionada con las acciones del Gobierno o del partido que está en el
Gobierno, estableciendo cuotas de compensación para el resto de partidos y actores po-
líticos relevantes en caso de abusos por parte del primero. Además, el desarrollo de la te-
levisión por cable constituye una fuente adicional de información con un importante po-
tencial. Sin embargo, ese potencial también encierra un peligro: para acceder a las nuevas
tecnologías y formas de comunicación se necesita un nivel mínimo de formación y, sobre
todo, de recursos económicos (no sólo para el acceso a la televisión por cable, sino
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16 En la actualidad (y desde hace ya más de una década), el proyecto Educación en Democracia, que in-
cluye a la mayoría de los países latinoamericanos, difunde las actividades legislativas de los represen-
tantes políticos en las distintas cámaras de representación por Internet o televisión por cable o satélite,
pero ninguno de los países incluidos en el proyecto difunde por televisión abierta (excepto Venezuela).
Para consultarlo, véase: http://www.ateiamerica.com/.
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también para el acceso a Internet). De hecho, la tasa de implantación del uso de Internet
en España está desigualmente distribuida, concentrándose la mayor implantación en las
áreas urbanas pertenecientes a las comunidades autónomas con mayor renta per cápita17.
Una medida para evitar este peligro sería la promoción pública del igual acceso a estas fuen-
tes de información, pues, de lo contrario, los que más conocimiento e información manejan,
más posibilidades de acceso a estas nuevas formas de comunicación e información tendrán.
Por lo tanto, para aumentar los niveles de información política es necesario que aumente la
accesibilidad a todas las fuentes existentes que proporcionan al público información de ca-
lidad. Un ejemplo de política de promoción de la igualdad de acceso a estas fuentes podría
ser la política de subvención del acceso a Internet o la televisión por cable en los hogares co-
mo la que se produjo en París, donde el Gobierno financió un porcentaje del total del coste
de adquisición de un ordenador por hogar y su conexión a Internet a través del uso de un mó-
dem conectado con diversas bases de datos que proporcionan información política. La
misma red se ha utilizado en varias ocasiones para realizar foros de discusión sobre cuestio-
nes de actualidad política local, regional y nacional (Delli Carpini y Keeter, 1996:362).
También en numerosas ciudades de Suecia o Islandia se han llevado a cabo medidas de este
tipo. Por ejemplo, en Umea el gobierno local introdujo el acceso a Internet y un ordenador
por hogar en las viviendas públicas. Estas subvenciones se extendieron con posterioridad a
las viviendas del mercado privado (Milner, 2002:130). 
La subvención pública de un porcentaje del total del gasto por la compra de un ordenador
y el acceso a Internet de todos los hogares puede parecer un gasto desmedido, pero no hay
que olvidar que supondría también una inversión pública que, a largo plazo, puede au-
mentar la competitividad del país y, sobre todo, la preparación de los ciudadanos, indepen-
dientemente de su nivel educativo máximo alcanzado. En este sentido, la propuesta se
inspira en las iniciativas de la Comisión Europea para el desarrollo regional, como por
ejemplo las Iniciativas de la Sociedad de la Información Regional (Regional Information
Society Initiatives), cuyo principal objetivo es integrar la tecnología informática en el
desarrollo regional y en las políticas de empleo, todo ello acompañado de políticas de for-
mación a todos los miembros del hogar que les permita hacer uso de esta fuente de in-
formación. Estos cursos podrían ofrecerse a través de redes locales, tales como las aso-
ciaciones de vecinos o las asociaciones culturales de los barrios. 
Por lo que respecta al uso del ordenador personal en los hogares, hay que reconocer que
existe un perfil de usuarios jóvenes que se sienten atraídos a este medio por el potencial
17 De acuerdo con los datos de la Encuesta General de Medios, el porcentaje del total de la población en
España que utiliza Internet ha aumentado desde 1996 hasta 2001 del 1,6% al 21,2%. En 2001 la tasa de
implantación de Internet era mayor en Cataluña (26,6%), País Vasco (25,1%), La Rioja (24,3%) y la
Comunidad de Madrid (23,4%), mientras que las comunidades autónomas donde la tasa de implantación
era menor son Castilla-La Mancha (12,3%), Extremadura (14%) y Galicia (14,6%) (Boletín de actualidad
N-economía: http://www.n-economia.com/informes_documentos/ALERTA_NE_19-2001.PDF).
de ocio que ofrece: los videojuegos. En los últimos años el sector de los videojuegos, de
acuerdo con los datos de la Asociación de Entretenimiento Informático (Entertainment
Software Association), ha aumentado tanto que sus ingresos se acercan a los del sector del
cine. Además, la tasa de uso de los videojuegos ha aumentado bastante entre la población
adulta. Es más, durante las elecciones presidenciales de 2004 en los EE UU, se utilizaron
por primera vez videojuegos como forma de propaganda en la campaña electoral. Más
recientemente, también se han utilizando en la campaña electoral de Uruguay18. Esto
proporciona una idea del potencial de los videojuegos como instrumento de promoción del
conocimiento político19.
Por todo ello resultaría interesante promover el diseño de videojuegos políticos con
fines educativos y, sobre todo, que implicaran por parte del jugador la toma de
decisiones políticas ante problemas especialmente complejos a los que los go-
bernantes de hoy en día tienen que enfrentarse, tales como la inmigración, los im-
puestos, etc. En la actualidad existen grupos políticos y asociaciones culturales en
todo el mundo que se dedican a diseñar videojuegos con contenido político de carácter
cada vez más sofisticado y competitivo con los juegos comerciales. De este modo
sería posible ofertar concursos públicos entre todos estos actores para financiar el
diseño de videojuegos políticos con carácter educativo. Una posibilidad sería elegir
algunos temas de especial relevancia política del momento y que requieran soluciones
inmediatas (tales como la inmigración, los desastres naturales, etc.) para que el juego
plantee al usuario el mismo tipo de dilemas a los que los políticos se enfrentan a diario
al tomar decisiones. 
Por último, y todavía en el marco de las nuevas tecnologías, aunque acercándonos tam-
bién a la vertiente educativa, existen experiencias de creación de páginas web por parte
de asociaciones cívicas y/o culturales que difunden informaciones políticas y organizan
foros de debate entre los asiduos para aumentar el conocimiento político del visitante
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18 Uno de los videojuegos más populares de la campaña fue John Kerry: Tax Invaders (John Kerry: Los
Invasores de Impuestos), una parodia del videojuego Space Invaders (Los Invasores del Espacio), de
Atari, en el que el jugador controla la cabeza de George W. Bush, que dispara contra las subidas de
impuestos futuras de Kerry. A través de otros videojuegos, los republicanos reforzaron la imagen de que
Kerry, en caso de lograr la presidencia, subiría los impuestos. Por su parte, los demócratas utilizaron
entre otros el juego Opinions (Opiniones), en el que el jugador acomete una acción en cada uno de otros
seis juegos simultáneos, todos ellos correspondientes a un tema diferente de la política nacional o
internacional. El juego va acercando a los jugadores hacia la ideología demócrata al ir reduciendo sus
opciones de acuerdo con su plataforma política. En el caso de Uruguay, el partido de izquierdas Frente
Amplio Encuentro Progresista utilizó el juego denominado Cambiemos, en el que el usuario ayuda a
construir un nuevo país armando las piezas de un rompecabezas.
19 Los videojuegos políticos tienen su origen en la idea de un grupo de activistas expertos en nuevas
tecnologías, los cuales diseñaron un videojuego que emulaba las penurias por las que tienen que pasar
miles de inmigrantes en los campos de acogida de Australia. A partir de entonces, esta modalidad que
combina el ocio, la denuncia y la concienciación política se ha ido extendiendo por la Red.
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virtual20. Por desgracia, los efectos reales de todas estas medidas apenas si han sido in-
vestigados en el campo de la ciencia política. 
B) Los medios escritos: la prensa
En el apartado 3.1 de este trabajo se ha mostrado que la incidencia del consumo de in-
formación política sobre las competencias de los ciudadanos es de mayor magnitud para
el caso de los medios escritos: en concreto la prensa. Por ello, el fomento de la lectura de
periódicos en España es una medida que, en mi opinión, tendría especial eficacia a la
hora de aumentar las competencias cívicas de los ciudadanos. 
Varias son las propuestas que se han ensayado en otros países. En particular, en los países
escandinavos es donde la prensa recibe más subsidios públicos directos. Por ejemplo,
Noruega, Finlandia y Suecia proporcionan subvenciones de entre un 5% y un 35% del
total del presupuesto de periódicos locales que no pertenecen a los grandes grupos
mediáticos y que tienen dificultades para financiarse por medios puramente comerciales
(periódicos pequeños, y los de opinión que presentan un mensaje político o ideológico).
De todos los países europeos, solamente Austria tiene subvenciones que van más allá de
exenciones fiscales o del IVA. El efecto de esta política de subvenciones es claro: los
países escandinavos ostentan el récord mundial de consumo de periódicos por habitante,
y el número de periódicos editados supera con creces al de los demás países europeos
(Milner, 2002:108). Hasta el momento, en España solamente han recibido subvenciones
públicas periódicos locales en el marco de la implementación de las políticas lingüísticas
como, por ejemplo, en Cataluña. De ahí que el número de periódicos no aumente, a pesar
de la difusión de los periódicos gratuitos en las grandes capitales. 
Además del incentivo económico para la creación y difusión de periódicos locales que no
pertenezcan a los grandes grupos mediáticos que dominan el mercado en España, tam-
bién hay que incentivar el debate político de calidad en los contenidos de los periódicos
ya existentes, tratando de romper con la lógica de la polarización ideológica de la prensa
en España. Por ejemplo, fomentar el intercambio de artículos de opinión entre periódicos.
De la misma forma que a veces se incluye un tema de debate político para que varios ex-
pertos con opiniones distintas argumenten sus puntos de vista, también sería interesante
promover la propuesta de un tema de actualidad política del momento para que todos los
periódicos simultáneamente incluyeran artículos de opinión de sus colaboradores asiduos
y los intercambiaran entre ellos. Por ejemplo, en los períodos de menor actividad infor-
mativa, como las vacaciones, podrían publicarse suplementos de discusión política en to-
dos los periódicos que formaran parte de la iniciativa de forma simultánea. En esos suple-
mentos se deberían incluir artículos que reflejaran los puntos de vista y la opinión de los
20 Véase, por ejemplo, la página web que aspira a proporcionar al visitante los conocimientos mínimos
para ser un ciudadano con competencias cívicas: http://www.thedolphins.org/PoliticalKnowledge.htm.
colaboradores de todos los periódicos de forma equilibrada. El incentivo para que los pe-
riódicos formaran parte de esta iniciativa podría ser la subvención de los gastos adicio-
nales que la publicación del suplemento suponga. Con iniciativas de este tipo, se evitaría
la situación antes descrita de lectores que pertenecen a planetas distintos y que nunca
contrastan las opiniones de otros medios escritos aparte de las de su periódico más afín. 
Finalmente, y ya acercándonos al área de la educación cívica, en algunos países como Argen-
tina se han ensayado interesantes medidas de fomento de la lectura de prensa local en los co-
legios. El Programa de Periódicos en la Escuela comenzó en Buenos Aires en 1986 con el apo-
yo de la Asociación Nacional de la Prensa Diaria Regional (Adira), y en un año se extendió a
todo el país. La iniciativa tenía como objeto el fomento del uso de prensa local en las clases.
Los periódicos regionales o locales regalaban a las escuelas ejemplares una vez a la semana y
de vez en cuando durante una semana completa. La prensa se utilizaba por parte de los
profesores de forma flexible. Algunos maestros la empleaban como base para explicar gra-
mática o hacer dictados, y otros como fuente para organizar debates o discusiones sobre temas
de actualidad política del momento. Esta experiencia ha tenido bastante éxito, especialmente
en aquellos colegios donde se llevó a cabo, en los cuales mejoró de forma significativa la ca-
pacidad comunicativa de los estudiantes y su nivel de conocimiento político objetivo. También
influyó en el aumento de las actitudes políticas tolerantes de los estudiantes. Además, el efecto
parece que fue especialmente relevante para los estudiantes de extracción social baja (Chaffé
et al., 1997). Otra cuestión, que es objeto de un controvertido debate como veremos a conti-
nuación, es si estos efectos sobre los estudiantes se mantienen a largo plazo cuando los jóve-
nes se incorporan a la vida adulta y ejercen de ciudadanos en sus sistemas democráticos. 
El fomento de la lectura de periódicos en las escuelas en un país como España, en que el
consumo de periódicos es tan bajo, no cabe duda de que tendría un efecto notable a largo
plazo. En cualquier caso, esta es una medida que se encuentra ya en el área de la educa-
ción cívica que, a continuación, pasamos a discutir. 
3.2 La educación cívica
Se ordenará la discusión sobre la educación cívica en dos apartados. En concreto, distin-
guiremos entre la educación cívica a los jóvenes, es decir, la formación que reciben como
parte de sus currículos en las escuelas o institutos, y la educación cívica a los adultos a
través de programas específicos a los cuales los ciudadanos pueden acceder siempre que
lo deseen y sin cumplir requisitos de edad o de formación previa concreta. 
A) La educación cívica de los jóvenes
La investigación en el campo de la ciencia política sobre los efectos de la educación cí-




Cuánto saben los ciudadanos de política
caso de la educación de los jóvenes que en el de los adultos. Asimismo, una buena parte
de la literatura se centra en el análisis del caso de los EE UU, aunque también es cierto
que gracias al impulso del proyecto Estudio de Educación Cívica (Civic Education Study
o CIVED), coordinado por la Asociación Internacional de Evaluación del Logro Acadé-
mico (International Association for the Evaluation of Educational Achievement o IEA),
se está llevando a cabo un interesante estudio comparado (hasta un total de veintidós paí-
ses forman parte del proyecto) sobre el nivel de competencia cívica de los adolescentes
y sobre el posible efecto que los cursos de educación cívica tienen sobre ella. 
Los resultados de las dos primeras fases del mencionado proyecto apuntan a que, efectiva-
mente, los contenidos de las asignaturas de educación cívica tienen una incidencia sig-
nificativa en las competencias políticas y sociales de los estudiantes (de edades compren-
didas entre los 14 y 15 años) y estas, a su vez, en sus actitudes y predisposiciones políticas.
Esta incidencia parece de mayor magnitud en las escuelas que incluyen en el currículo
experiencias de enseñanza práctica de la democracia. Queda pendiente por investigar hasta
qué punto la incidencia de la educación cívica en el conocimiento, actitudes y predisposi-
ciones a la actividad política de los estudiantes permanece en el tiempo y contribuye a la
creación de ciudadanos adultos con competencias políticas. Precisamente este es el objetivo
del proyecto para la siguiente fase: añadir una muestra de estudiantes mayores de edad (de
18 años al menos) y estudiar con detalle su nivel de conocimiento político. Por desgracia,
España no forma parte de este proyecto. 
Sabemos muy poco del conocimiento político de los adolescentes y, sobre todo, del posi-
ble efecto de la introducción de una asignatura de educación cívica o bien de contenidos
transversales en otras asignaturas escolares. En España, la LOGSE (1990) introdujo en el
currículo la educación cívica a través de dos vías: como uno de los ejes transversales que
guiarían la programación y a través de la inclusión de contenidos cívicos en varias asigna-
turas. Los ejes transversales que se incluyeron en el sistema educativo son: educación mo-
ral y cívica, educación para la paz y la igualdad de oportunidades entre los sexos, educa-
ción ambiental, sexual y vial, educación para la salud y educación del consumidor (Gar-
cía y Martín, 2005). 
Sabemos de los problemas de implementación de la transversalidad en la educación, entre
los que destacan la falta de preparación y formación continua del profesorado, la falta de
medios en las escuelas y de apoyo de las familias y la escasa definición de los contenidos,
todo lo cual deja en manos de cada profesor mucha arbitrariedad (García y Martín, 2005).
Sin embargo, no existen estudios sistemáticos del efecto que estas reformas curriculares
han tenido en las competencias políticas de los estudiantes. 
El debate sobre la educación cívica ha cobrado vida en España gracias a la discusión de
la LOE que el Gobierno socialista ha impulsado en su legislatura iniciada en 2004 y en
la que se contempla la instauración de una nueva asignatura de Educación para la Ciuda-
danía. Las principales líneas de debate se identifican en torno a los contenidos de dicha
asignatura, pues algunos partidos de la oposición temen que los contenidos puedan ser
ideológicos o adoctrinadores. El objetivo en este sentido se plantea de la forma más neu-
tral posible, es decir, se pretende una asignatura que socialice a los estudiantes en los va-
lores cívicos de la Constitución, los derechos y deberes de los ciudadanos, el análisis crí-
tico de los problemas políticos y sociales de actualidad, y la motivación de la participa-
ción de los estudiantes en la defensa de los derechos humanos. Otros puntos controver-
tidos con respecto a los contenidos de la asignatura son los de la ambigüedad y la nece-
sidad de concretizar e insistir más en algunos de los temas a cubrir, como, por ejemplo,
los derechos humanos (García y Martín, 2005).
Los encargados de implementar la LOE deberían aprovechar la experiencia de otros
países europeos donde se han introducido asignaturas de educación cívica como obliga-
torias en el currículo, tal es el caso de Francia en 1999 o de Gran Bretaña en 2002. No
obstante, el estudio del proceso de implementación de este tipo de asignaturas en Europa
está muy poco desarrollado. En concreto, existen solamente cuatro estudios comparados
sobre educación cívica en Europa y solo en el caso del proyecto CIVED se estudia el
impacto de estas asignaturas o de la transversalidad en el conocimiento político, pre-
cisamente el proyecto en el que no está incluida España21. Por contraste, en el caso de los
EE UU, la investigación está mucho más desarrollada, puesto que la preocupación por es-
tos temas se remonta a finales de los años sesenta. 
Mientras que durante casi tres décadas existió un cierto consenso en la literatura de que la
educación cívica formal en clase no parecía tener incidencias significativas en el conoci-
miento político de los ciudadanos adultos (Langton y Jennings, 1968), la evidencia más re-
ciente contradice estos resultados, mostrando que determinadas estrategias pedagógicas con-
tribuyen al aumento significativo de las competencias cívicas de los estudiantes y que esos
efectos tienen un importante potencial a largo plazo. La evidencia proviene del análisis de
experiencias concretas como el estudio del programa Los ciudadanos y la Constitución,
desarrollado por el Centro para la Educación Cívica (Center for Civic Education). Pero tam-
bién de varias experiencias analizadas simultáneamente como el análisis de las asignaturas
de educación cívica en cuatro escuelas en los EE UU, desarrollado por Conover y Searing
(2000). Pero tal vez la evidencia más contundente en este sentido provenga del estudio de
Niemi y Junn (1998), quienes analizan los datos de la encuesta sobre evaluación cívica de
1988 (NAEP) y encuentran un efecto significativo sobre el conocimiento político de los es-
tudiantes, no sólo de la asignatura de educación cívica, sino también de sus contenidos, es
decir, los temas que se trataron y la frecuencia de discusión de los mismos a lo largo del
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21 Los otros tres estudios son: Orientations of young men and women to citizenship and European identity
(Las orientaciones de los jóvenes hacia la ciudadanía y la identidad europea) (2002); All-European Stu-
dy on Education for Democratic Citizenship Policies (Un estudio completamente europeo sobre la
educación para las políticas de ciudadanía democrática) (Consejo de Europa, 2004); Citizenship educa-
tion at school in Europe (La educación de la ciudadanía en la escuela europea) (Eurydice, 2005).
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curso. De los resultados de su análisis se desprenden algunas interesantes recomendaciones
respecto a los contenidos de los cursos de educación cívica (en el contexto de los EE UU). 
En primer lugar, recomiendan aumentar los contenidos de teoría de la democracia y el
conocimiento de estructuras políticas internacionales. También recomiendan, y creo que
esto puede ser bastante relevante en el marco de los estudios en España, que se inculque a
los estudiantes el desarrollo de habilidades prácticas, tales como enseñarles a leer e inter-
pretar gráficos o tablas que se presentan en la prensa o en la televisión cuando se resume
información política de cualquier tipo. Es cierto que la LOGSE contemplaba ya en su texto
este tipo de medidas, pero su implementación se ha encontrado con problemas prácticos de
falta de apoyo institucional y de las familias de los estudiantes, falta de preparación del
profesorado, etc. (García y Martín, 2005). Otra recomendación en la que ponen mucho
énfasis es que se fomente la discusión de cuestiones políticas locales, más cercanas a los
estudiantes (frente a cuestiones generales o de política nacional). También es importante
que se traten cuestiones de actualidad política del momento en lugar de conocimientos
históricos o institucionales que suelen ser más aburridos para los estudiantes y requerir un
esfuerzo de memoria. Por el contrario, con la discusión de cuestiones actuales se fomenta
la capacidad analítica y crítica del estudiante, obligándole a ponerse en el papel de los
representantes políticos cuando tienen que tomar decisiones controvertidas. En mi opinión,
estas recomendaciones tienen mucha relevancia para el caso de la asignatura de educación
cívica que la LOE impulsa y deberían tenerse en cuenta. 
Además de los contenidos de la asignatura, existe otra línea de debate que plantea hasta qué
punto la introducción de una asignatura en el currículo y la transversalidad son suficientes
para crear ciudadanos competentes. La tarea de formar ciudadanos se desarrollará de forma
más efectiva si se coordina con otras actividades a las que se les proporcione un peso pare-
cido al que se le otorga a la docencia. En este sentido, la figura del profesor debería cobrar
más importancia. En primer lugar, tendrían que destinarse muchos más recursos a la forma-
ción continua del profesorado. Sólo a través de la formación podrán los profesores adaptar-
se al contexto cambiante de usuarios que provienen de países y culturas muy distintas y
hacer frente a las dificultades de convivencia y de implementación de la educación que esta
nueva situación trae consigo. En segundo lugar, habría que aumentar el número de docentes
para descargar de obligaciones a los profesores. Por ejemplo, las tutorías personalizadas
tienen mucho potencial para inculcar a los estudiantes la disposición a discutir y a participar
en actividades complementarias en el centro. Debería de existir la posibilidad de que el
tutor cívico descontara obligaciones docentes a cambio de la organización de seminarios y
tutorías personalizadas para que todas estas medidas no supongan una carga a la ya difícil
tarea de los educadores públicos.
Precisamente otro de los desarrollos en el campo de la educación cívica en los EE UU es el
que estudia otra forma de educación alternativa a la de las aulas. Se trata del aprendizaje del
servicio comunitario (service-learning), es decir, el desarrollo de actividades para que los
estudiantes realicen servicios a la comunidad. El servicio se organiza en relación con un curso
académico o un currículo y establece unos objetivos claros para un período de tiempo
previamente definido. El aprendizaje por parte de los estudiantes se produce a partir de su
trabajo para la comunidad, así como en las reuniones periódicas que se organizan con el
grupo de participantes donde se analizan y discuten la marcha de la experiencia, los posibles
problemas que surgen y sus propuestas para solucionarlos. Por tanto, el objetivo final de estas
experiencias es que los estudiantes aumenten su nivel de conocimiento de la comunidad en
la que viven y que aprendan a participar activamente en ella. Este tipo de experiencias se está
utilizando intensamente en las escuelas públicas de los EE UU, especialmente en los
institutos, pero la evaluación del impacto real de las mismas en las competencias cívicas de
los estudiantes no está tan desarrollada como en el caso de las asignaturas de educación
cívica. Aun así, la escasa evidencia indica que los estudiantes que participan en programas de
calidad que integran el servicio a la comunidad con una reflexión crítica sobre la experiencia
desarrollan una mayor capacidad de entendimiento del contexto político y de las instituciones
y una mayor predisposición a participar en política que los que no participan en dichos
programas. Además, las evaluaciones indican que la experiencia del servicio a la comunidad
tiene efectos más duraderos sobre las competencias políticas de los estudiantes cuando se
realiza en los institutos, es decir, en la etapa de adolescencia avanzada (Niemi y Junn, 1998).
En definitiva, las evaluaciones de los programas de educación cívica disponibles hasta el
momento (y que se centran sobre todo en el análisis de las experiencias desarrolladas en
los EE UU) indican que la educación cívica tiene más efectos cuando se implanta en los
institutos, es decir, en la segunda etapa de la adolescencia. Igualmente, la eficacia aumen-
ta cuando la educación cívica no se limita a la simple introducción curricular de una asig-
natura, sino que, además, se utilizan instrumentos pedagógicos y educativos adicionales
tales como tutorías, la introducción de temas cívicos o políticos en otras asignaturas y la
organización de actividades que impliquen la experiencia de participación directa en una
comunidad. En general, se requiere un compromiso por parte del Gobierno que impulsa
la educación cívica para que las medidas legislativas vayan acompañadas de apoyo presu-
puestario que permita aumentar la formación del profesorado y mejorar las condiciones
estructurales de la oferta educativa pública. 
B) La educación cívica de los adultos 
La educación cívica de los adultos es una tarea que tradicionalmente han desarrollado los
partidos políticos. En efecto, los denominados “partidos de masas” (Katz y Mair, 2004),
cuyos orígenes están conectados con el proceso histórico de extensión del sufragio, pero,
sobre todo, con la consecución del sufragio universal, constituyeron lugares de conciencia-
ción política de los ciudadanos. Los partidos a través de sus líderes desarrollaban un papel
educativo que ejercían a partir de sus canales de comunicación directos con la ciudadanía,
tales como mítines, periódicos, canales de radio, círculos sociales y casas del pueblo. 
Esta tradición de los partidos en Europa Occidental se ha ido perdiendo con la transfor-
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los medios de comunicación de masas. Hoy en día solamente en algunos países escandina-
vos se mantiene la tradición educativa de los partidos. Por ejemplo, en Suecia, la educación
para adultos se realiza en su gran mayoría a través de los denominados círculos de estudios
políticos ligados a partidos. Estos círculos organizan cursos monográficos sobre temas de
actualidad política del momento y están financiados públicamente al menos en un 50% del
total de sus presupuestos (Milner, 2002).
Durante los años noventa, los cambios en la estructura de la producción industrial y en el
mercado de trabajo han generado una creciente demanda de la educación para adultos.
Una buena parte de los esfuerzos y recursos se ha dirigido sobre todo a la formación y el
reciclaje de mano de obra para el cambio de sector o el cambio tecnológico como, por
ejemplo, en Alemania o en los países escandinavos. Muchos de esos programas políticos
se implementan a través de asociaciones no gubernamentales. 
Numerosas son las asociaciones para la educación de adultos existentes en Europa en la
actualidad, de tal forma que su crecimiento en las últimas dos décadas ha sido masivo;
por ejemplo, la Asociación Europea para la Educación de Adultos, que engloba a un total
de 115 ONG de varios países. Entre los temas de educación se encuentra el de la ciuda-
danía y la democracia. En el marco europeo, y especialmente a raíz de la declaración por
parte del Consejo de Europa de 2005 como el Año de la ciudadanía a través de la educa-
ción, se organizan numerosos cursos y conferencias destinados a mejorar la formación
continua de los educadores de los distintos países. 
El rendimiento de los distintos programas educativos para adultos suele ser positivo en
tanto en cuanto se observa un aumento en el interés y las competencias cívicas de los adul-
tos que participan en los programas. Sirva de ejemplo el proyecto Contar Europa (Racon-
tare l’Europa), que ganó el premio de la Asociación Europea para la Educación de Adultos.
El mismo se implementó simultáneamente en Italia, Bélgica, Alemania y España. En pri-
mer lugar, los participantes escribieron documentos autobiográficos donde contaban sus
experiencias como ciudadanos europeos. A continuación, se realizaron sucesivas reuniones
comunes donde se analizaba el contenido de dichos documentos. De forma gradual, el pro-
grama permitió a los participantes ir adquiriendo el conocimiento concreto y las habilida-
des necesarias para entender conceptos más generales hasta llegar al de ciudadanía europea.
El programa incluyó el análisis de la experiencia personal de ciudadanos de todas las eda-
des, extracciones sociales, razas y lugares de procedencia. Los participantes mostraron un
significativo aumento de su entendimiento de la idea de Europa, aunque, de nuevo, no exis-
te evidencia sobre el efecto a largo plazo de este tipo de programas educativos para las com-
petencias cívicas de los adultos. 
Por otro lado, en las últimas décadas hemos asistido al desarrollo ingente de programas de
educación cívica implementados en el marco del desarrollo de nuevas democracias. El
objetivo general de este tipo de programas es el de fortalecer (y en algunos casos inculcar)
la cultura política democrática a través de programas que aumenten el conocimiento, la
información y el entendimiento de lo político entre los participantes. A pesar de la cantidad
de programas financiados en todo el mundo, son escasos los estudios que analicen de forma
sistemática sus efectos. Una excepción es el estudio de Finkel (2003), que muestra el efecto
de la implementación de programas de educación cívica para adultos en las actitudes y
competencias cívicas de sus participantes. En concreto, el autor estudia nueve programas
desarrollados en Sudáfrica, República Dominicana y Polonia22. Estos programas se llevaron
a cabo en estos países a través de organizaciones no gubernamentales locales en los que se
utilizaron métodos activos tales como ejercicios de toma de decisiones colectivas, debates,
entrenamiento para la defensa de los argumentos personales y de grupo y discusiones sobre
temas políticos concretos. Los resultados del análisis de Finkel apuntan que una buena parte
de los programas analizados tuvo efectos significativos en el aumento de las competencias
de los participantes en dos de los tres países (Polonia y República Dominicana). Además, el
efecto fue mayor cuando el programa de sesiones fue intenso y se repitió a lo largo de las
semanas en más de una ocasión. Finalmente, Finkel encuentra que el efecto de estos
programas sobre las competencias cívicas de los participantes es de mayor magnitud para
aquellos más motivados, o los que cuentan con experiencia de participación en programas
previos. También para los ciudadanos de edades comprendidas entre los 35 y 50.
Los resultados de este análisis sugieren que, para maximizar la eficacia de los programas de
educación cívica para adultos en la promoción de sus competencias políticas, deben plan-
tearse con objetivos claros, ya sea dirigiéndose a ciudadanos que sufren desventajas econó-
micas o implementándose a través de actores políticos no institucionalizados, tales como las
asociaciones de vecinos o las organizaciones no gubernamentales. Además, los programas
deben implementarse en el ámbito local y someter a los participantes a experiencias reales
con el mundo político, tales como contactos con autoridades locales o intercambios con
líderes locales que expliquen sus programas, puntos de vista o ideas en la clase. Los temas
que se planteen han de ser lo más concretos y actuales posibles. Finalmente, los programas
deberían implicar la enseñanza de habilidades de relación social. Este tipo de programas son
los que más eficazmente promueven las competencias políticas de sus participantes (Finkel,
2003). Por lo tanto, el fomento de programas educativos para la población adulta desarrolla-
dos por las ONG debería ser otra de las medidas a implementar en el caso español, especial-
mente en zonas rurales aisladas, pero, sobre todo, en barrios periféricos de los grandes
núcleos urbanos, y en zonas de infravivienda, es decir, allí donde se concentran las mayores
desventajas socioeconómicas. 
Una última propuesta podría ser la de fomentar (a través de subvenciones) la labor edu-
cativa que históricamente desarrollaban los partidos políticos y sindicatos entre los
52
Marta Fraile
22 Los programas analizados son: Participación Ciudadana, Grupo Acción por la Democracia, Asociación
Dominicana para el Desarrollo de la Mujer (ADOPEM) y Radio Santa María en la República
Dominicana; la Fundación para el Apoyo de la Democracia Local y el proyecto DIALOG en Polonia; El
Instituto Nacional por la Investigación y las Leyes de Interés Público (NIPILAR), la Comunidad para
las Leyes del Centro de Durban (CLC) y Abogados por los Derechos Humanos en Sudáfrica. 
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nuevos actores políticos que desarrollan su actividad en el ámbito de lo local. En mi
opinión, las organizaciones políticas que operan en el ámbito local o de barrio están
especialmente capacitadas para desarrollar una labor educativa, porque son ellas las que
cuentan con la capacidad de conectar con ciudadanos que pertenecen a grupos más
desfavorecidos social y económicamente. Las subvenciones a este tipo de organizaciones
podrían ser tanto directas, a través de ayudas económicas, como indirectas, a través de la
cesión de locales para desarrollar sus actividades en los barrios. 
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4. Conclusiones
En este trabajo se ha defendido que el estudio de las competencias políticas de los ciuda-
danos tiene relevancia política. Independientemente de la versión de la teoría de la de-
mocracia que adoptemos (participativa o elitista), se ha defendido que los ciudadanos
tienen que presentar un nivel mínimo de conocimiento de lo político para tomar sus deci-
siones de voto o de participación en política.
La evidencia de estudios previos muestra que el conocimiento político ayuda a los ciuda-
danos a comprender sus intereses como individuos y como miembros de un grupo. Por
lo tanto, a mayor conocimiento, mejor entendimiento del impacto de las decisiones pú-
blicas en el interés general y más eficientemente se juzga a los gobiernos y a las pro-
puestas de la oposición. El conocimiento político, además, promueve la consistencia de
opiniones sobre los distintos temas políticos de relevancia, la participación en política
(electoral o no electoral), la tolerancia y el respeto por las opiniones no afines. Por tanto,
la promoción pública del conocimiento político de los ciudadanos se justifica en función
de un mejor funcionamiento de las instituciones democráticas y de su mayor calidad. 
A pesar de las dificultades técnicas para medir de forma fiable cuál es el nivel de conoci-
miento político de la ciudadanía, se ha presentado evidencia que proviene de la segunda
ola de la ESE en España, realizada en el otoño de 2004, de acuerdo con la cual el nivel
de conocimiento político de los ciudadanos en España es medio-bajo, situándose más de
la mitad de los ciudadanos en un aprobado por los pelos, por utilizar un lenguaje estanda-
rizado. Sin embargo, uno de cada cuatro llega al notable, mientras que una minoría del
8% del total consigue una calificación de sobresaliente. 
Más allá del nivel medio-bajo de conocimiento político de los ciudadanos en España, lo que
este trabajo pone de manifiesto es la desigual distribución de este recurso político entre la
ciudadanía. En concreto, el análisis empírico presentado en el epígrafe tercero sugiere que
las desigualdades socioeconómicas se reproducen en el terreno de lo político, ya que la com-
petencia política sobre todo se concentra en los hombres de edad intermedia (entre los 30 y
los 55 años) y con mayores niveles de educación, justamente los ciudadanos que disfrutan
de mayores oportunidades para la adquisición y procesamiento de información política. 
Asimismo, la desigualdad de oportunidades se refleja en las motivaciones para la infor-
mación y el entendimiento político. De acuerdo con los resultados de este estudio,
aquellos ciudadanos que no se orientan en el terreno de lo político a través del esquema
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izquierda-derecha o que declaran no tener interés en la política presentan niveles de cono-
cimiento político más bajos que los que declaran tener al menos un mínimo interés y los
que utilizan la escala ideológica. 
Pero tal vez el efecto de la motivación tenga un reflejo más impactante en el tiempo que
los ciudadanos dedican a informarse sobre las cuestiones de actualidad política en los
medios de comunicación. Este trabajo muestra que el nivel de conocimiento político de
los ciudadanos es mayor conforme más tiempo dedican a informarse de política. La mag-
nitud de este efecto es mayor en el caso de la prensa que en el de la radio. Esta diferencia
sugiere que la información política más relevante para aumentar la competencia de los
ciudadanos es aquella que se difunde en los medios de comunicación escritos. Resulta
llamativo que el consumo de información política en la televisión no tenga incidencia
significativa alguna en el nivel de competencia política de los ciudadanos, lo que sugiere
que tal vez los contenidos políticos de los programas de los distintos canales televisivos
en España no alcancen la calidad mínima necesaria como para aumentar los conocimien-
tos del telespectador.
De acuerdo con estos resultados, las propuestas que se discuten en este estudio se concen-
tran en dos áreas generales de actuación: los medios de comunicación y el sistema educa-
tivo. Por lo que se refiere a los medios de comunicación, se ha defendido que la tendencia
al bipartidismo, junto con el comportamiento de las elites y el dominio de los grandes
grupos mediáticos, ha fomentado un contexto de polarización de la información política
en España. En ese contexto las medidas de promoción del conocimiento político de los
ciudadanos que se proponen van dirigidas, en primer lugar, a intentar suavizar esa polari-
zación (condición necesaria para posteriormente poder implementar otras medidas) y, en
segundo lugar, a lograr una mejor distribución de la información política. 
Se discuten, por tanto, medidas destinadas a mejorar la calidad de la información política
de los telediarios de la televisión pública, como la aprobación de algunas reglas estanda-
rizadas para dar cobertura igualitaria a todos los partidos políticos en las noticias. Tam-
bién se discuten propuestas de financiación del uso de la televisión por cable y de Internet
para todos los hogares como una política de inversión en la competitividad futura del
país. Y en el marco de las nuevas tecnologías, las subvenciones a la creación de páginas
web informativas o incluso de videojuegos políticos educativos. 
Otras propuestas van dirigidas al fomento (a través de subvenciones) de la creación de
periódicos locales y que no pertenezcan a ninguno de los grandes grupos mediáticos, vis-
to que en España las tasas de venta y lectura de periódicos son de las más bajas en toda
Europa. Pero tal vez la medida más eficaz sea la del fomento de la lectura de periódicos
en los colegios e institutos, para crear hábitos en el futuro ciudadano. 
Por lo que se refiere a la educación cívica, se distingue entre la educación a jóvenes y a
adultos, destacando el mayor potencial de inversión y efecto en la educación a jóvenes,
puesto que constituyen la materia prima de la ciudadanía para el futuro. Se ha propuesto
incentivar la educación cívica sobre todo en los institutos, ya que sus efectos a largo plazo
parecen ser mayores que en la escuela (primaria y/o secundaria). También se ha defendi-
do la necesidad de un mayor compromiso por parte del Gobierno que impulsa la educa-
ción cívica para que las medidas legislativas vayan acompañadas de apoyo presupuestario
que permita aumentar la formación del profesorado y mejorar las condiciones estructu-
rales de la oferta educativa pública. Sólo así la educación por la ciudadanía contribuirá a
aumentar las competencias políticas de los estudiantes. 
Finalmente, los programas de educación cívica para adultos deberían concentrarse en lugares
donde mayores desventajas socioeconómicas existen, pues es donde los ciudadanos adultos
han carecido durante más tiempo de los recursos necesarios como para poder informarse e
implicarse en política. Además, se defiende que estos programas deberían ser gestionados a
través de las organizaciones políticas que operan en el ámbito local o de barrio, puesto que
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